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Resumen

■  El presente artículo tiene por objeto el análisis de los convenios y acuerdos colectivos negociados tras la en-
trada en vigor de la reforma laboral realizada en virtud del Real Decreto-ley 32/2021, por lo que respecta al régimen 
convencional establecido en relación con los contratos de trabajo de duración determinada que se puedan celebrar 
en el marco del art. 15 del Estatuto de los Trabajadores. En este sentido, y tras una aproximación inicial al régimen 
legal en la materia se procede a analizar todo un conjunto de convenios y acuerdos publicados en el Boletín Oficial 
del Estado en el periodo de abril a octubre de 2022. Se trata por tanto de evaluar la acogida que, en el ámbito de la 
negociación colectiva, ha tenido esta reforma laboral, y los primeros resultados que está generado las capacidades re-
gulatorias en la materia que la ley reconoce a los sindicatos y organizaciones empresariales.
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Abstract

■  The purpose of this article is to analyze the collective agreements and agreements negotiated after the entry into force of 
the labour reform carried out by virtue of Royal Decree-Law 32/2021, with regard to the conventional regime established in 
relation to the fixed-term employment contracts that can be held within the framework of art. 15 of the Workers’ Statute. In 
this sense, and after an initial approach to the legal regime in the matter, we proceed to analyze a whole set of conventions 
and agreements published in the Official State Gazette in the period from April to October 2022. It is therefore a question 
of evaluating the reception that, in the field of collective bargaining, this labour reform has had, and the first results that the 
regulatory capacities in the matter that the law recognizes for unions and business organizations are generating.
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1.  Introducción

El año 2021 ha conocido, como es sabido, una de las reformas laborales del 
régimen de la contratación laboral más ambiciosa desde la redacción del Esta-
tuto de los Trabajadores en 1980. Sobre la misma, la Exposición de Motivos del 
Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, ha razonado que, dado que Es-
paña encabezaba en los últimos años el ránking de la temporalidad laboral eu-
ropea, con una diferencia porcentual que ronda los 12 puntos por encima de la 
media de la Unión Europea, resultaba oportuno, y necesario, proceder a la re-
ducción de la misma mediante la simplificación de los tipos de contratos, la ge-
neralización de la contratación indefinida, y la devolución al contrato temporal 
de la causalidad que se corresponde con la duración limitada del mismo .

En todo caso, no se pretende realizar en estos momentos un análisis en pro-
fundidad de la reforma del régimen de la contratación de duración determinada 
ejecutada en esta ocasión, y sí por el contrario efectuar una reflexión sobre un as-
pecto que considero importante para el éxito de una reforma como la presente, 
como es el papel reservado a la negociación colectiva en la concreción de deter-
minados aspectos de dicho régimen legal, y cuáles son los primeros frutos que esa 
negociación entre sindicatos y patronal está ofreciendo. En este sentido, y con ca-
rácter general, conviene comenzar señalando que nuestro país no ha sido ajeno en 
estos años al debate sobre la función que la negociación colectiva ha de cumplir 
en la regulación del mercado de trabajo. De hecho, con ocasión de cada reforma 
laboral siempre ha resultado interesante interrogarse sobre las transformaciones 
que, en cada caso, ha podido registrar la relación ley-convenio, pues dicho mo-
delo relacional aporta importantes pistas sobre la forma en que en nuestro país se 
construye y configura el modelo democrático de relaciones laborales, y su proxi-
midad, o mayor distancia, respecto de los planteamientos más ultraliberales.

En concreto, y por lo que respecta al tema que constituye el objeto de la 
presente reflexión, hay que comenzar advirtiendo que la relación material de 
la negociación colectiva con el régimen de la contratación laboral temporal, en 
cuando objeto negocial, ha tenido un carácter fluctuante. Así, y como evidencia 
de lo que señalo, cabe recordar que si a mediados de los noventa Rodríguez-Sa-
ñudo (1997:171) advertía , en un interesante estudio en la materia, que solo un 
número reducido de convenios colectivos habían explorado las posibilidades re-
gulatorias que ofrecía el entonces vigente art. 15.1 a) ET —sobre la determina-
ción por la negociación colectiva de los trabajos o tareas con sustantividad propia 
a efectos de proceder a la contratación de trabajadores por obra o servicio deter-
minado—, en los años posteriores, en el presente siglo, los estudios realizados evi-
denciaban que las cláusulas convencionales al respecto eran mucho más frecuen-
tes, sobre todo en el caso de los convenios colectivos sectoriales, y en particular en 
ciertos sectores como el de los servicios (Sanguinetti, 2004:188). No obstante, ya 
entonces se advirtió de que la aproximación de la negociación colectiva al fenó-
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meno del régimen contractual laboral acostumbraba a tener finalidades bastante 
concretas (Palomo Vélez, 2008:99), relacionadas con la identificación de los su-
puestos en que procedía la realización de contratos por obra o servicios determi-
nados —en este punto los convenios afrontaban la tarea de pulir las imprecisio-
nes de la ley en la materia, por otra parte deliberadas—, la fijación de la duración 
máxima de los contratos eventuales —atendiendo en esta ocasión a la remisión 
expresa realizada por la ley de la época—, o la indemnización a la finalización de 
los contratos temporales. Menos habitual era, sin embargo, la inserción de cláu-
sulas limitativas de la contratación temporal excesiva o abusiva.

De cualquiera de las maneras, anticipo que el análisis que realizaré tiene por 
objeto el estudio del régimen convencional del contrato de trabajo por circuns-
tancias de la producción, y del contrato de trabajo por sustitución del trabajador 
(art. 15 ET), por ser el combate de la temporalidad excesiva el principal obje-
tivo de la reforma laboral de 2021, como así reza la Exposición de Motivos de la 
norma que alumbró la misma. A estos efectos, y dado que el nuevo régimen de 
la contratación laboral entró en vigor el 31 de marzo de 2022, efectuaré un es-
tudio de la negociación colectiva tomando como referencia los convenios colec-
tivos, y acuerdos colectivos modificatorios de convenios, publicados en el BOE 
entre abril y octubre de 2022 —en total sesenta y cuatro, de los cuales vein-
ticinco son de sector y treinta y nueve son de ámbito de empresa o grupo de 
empresas—. No obstante, y con carácter previo, creo importante realizar una 
reflexión sobre el papel que el Real Decreto-ley 32/2021 ha reservado a la nego-
ciación colectiva en esta materia.

2. � La reforma de 2021 del régimen legal de los contratos de duración 
determinada: su incidencia sobre el régimen de la negociación 
colectiva en la materia

Identifica la Exposición de Motivos del Real Decreto-ley 32/2021, no sin 
razón, el recurso a la contratación laboral temporal injustificada como «una 
práctica muy arraigada en nuestras relaciones laborales y generalizada por sec-
tores, que genera ineficiencia e inestabilidad económica, además de una preca-
riedad social inaceptable». De hecho, los estudios estadísticos realizados seña-
laban que, en 2021, en nuestro país el 25,2% de los trabajadores desarrollaban 
su actividad bajo una modalidad contractual de carácter temporal, cuando la 
media europea se situaba en el 14% (INE-EPA: 2021)1.2Al mismo tiempo, las 

1  Así lo indican las estadísticas del INE (Encuesta de Población Activa, 2021), que pueden con-
sultarse en: https://www.ine.es/ss/Satellite?L=es_ES&c=INESeccion_C&cid=1259944107218&p=1
254735110672&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout&param1=PYSDetalleFichaIndica
dor&param3=1259937499084.
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instituciones comunitarias venían desde hace años poniendo de manifiesto un 
conjunto de carencias que se apreciaban en el régimen de contratación laboral 
temporal (Navarro Nieto, 2019), en cuanto expresión de la transposición de la 
Directiva sobre el Acuerdo Marco europeo sobre el trabajo de duración determi-
nada, que requerían más pronto que tarde la debida atención por parte de este 
país.

No es este desde luego el único objetivo de la presente reforma, pero sin 
duda, y como he indicado antes, la modificación del régimen de la contratación 
laboral de carácter temporal bien puede considerarse el objetivo principal de la 
misma, desde el momento en que dicha acción legislativa pretende «un cambio 
en las prácticas y la propia cultura de las relaciones laborales […] cambiando 
las normas que favorecen esta temporalidad por otras que impulsen la estabili-
dad en el empleo». De hecho, la propia Exposición de Motivos del Real Decre-
to-ley refiere que la presente es una reforma que «camina en dirección contraria 
a la que ha sido habitual en los últimos tiempos», siendo la de 2012 el antece-
dente más inmediato. Así, la reforma contrapondría «la recuperación de los de-
rechos laborales y su garantía, junto con el impulso a las medidas de flexibilidad 
interna», a lo que fueron los grandes principios que inspiraron casi una década 
antes (2012) la acción reformadora del Gobierno de aquel entonces, sustenta-
dos sobre ideas como el reforzamiento del poder unilateral del empresario en la 
gestión de las condiciones de trabajo, la generalización del trabajo precario, la 
devaluación salarial o la limitación del poder contractual colectivo de los traba-
jadores (Sanguinetti Raymond, 2022). El tiempo dirá si la reforma alcanza sus 
objetivos2.3

Mientras tanto, resulta innegable que el panorama legislativo sobre la con-
tratación laboral de duración determinada en nuestro país ha sufrido una trans-
formación notable. Y partiendo de dicha realidad toca reflexionar sobre algu-
nas claves de la misma, aunque solo sea porque este régimen legal constituye el 
nuevo trasfondo sobre el que ha de desarrollarse la negociación colectiva en la 
materia.

2  En este sentido, Ruesga y Viñas (2022: 176-177) han puesto de manifiesto que el logro de 
una mayor eficiencia en el mercado de trabajo exige un incremento del nivel de productividad del 
trabajo. Especialmente interesante me resulta su advertencia de que mientras en el mercado de tra-
bajo español persista la estrategia de ajuste salarial las disminuciones en la rotación por temporalidad 
formal se van a trasladar a una mayor rotación en otras formas contractuales que no supongan para 
las empresas aumentos de costes sustanciales. En definitiva, y sobre esto convendría reflexionar, con-
sideran estos profesores que: «En última instancia caminamos hacia un modelo de «contrato único», 
que no resuelve los problemas económicos de la intensa rotación laboral, sino que tan solo los trans-
forma de modo formal, pero no efectivo». Sin duda, esta es una reforma que incide sobre la demanda 
existente en el mercado de trabajo, pero como ellos mismos advierten, la efectiva transformación del 
mercado de trabajo español, y la contención de la intensa rotación laboral, exigiría adoptar otras me-
didas, de carácter no laboral, que, a su vez, incidan sobre la conformación de la oferta en este mer-
cado. 
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Pues bien, desde la perspectiva que aquí interesa, creo importante resaltar 
las siguientes novedades. En primer lugar, hay que dar noticia de la supresión, 
por el Real Decreto-ley 32/2021, del contrato por obra o servicio4determinado3, 
una operación que se enmarca en los esfuerzos legislativos tendentes a conseguir 
efectivamente que «el contrato indefinido sea la regla general y el contrato tem-
poral tenga un origen exclusivamente causal, evitando una utilización abusiva de 
esta figura y una excesiva rotación de personas trabajadoras».

La derogación de dicha modalidad contractual, que se opera mediante su eli-
minación del tenor del art. 15 ET, tiene lugar al tiempo que para dicha norma 
se recupera la fórmula legal establecida en la versión original del ET, y que tex-
tualmente rezaba, y reza: «El contrato de trabajo se presume concertado por 
tiempo indefinido». Con la recuperación de esta fórmula legal, al tiempo que la 
adopción de otras medidas complementarias, como la introducción de una co-
tización adicional, a pagar por el empresario, en el caso de los contratos de du-
ración determinada inferior a 30 días, la reformulación de la tipificación de las 
infracciones administrativas relacionadas con este tipo de contratos, o la indivi-
dualización de las infracciones —«se considerará una infracción por cada una de 
las personas trabajadoras afectadas»—, y el incremento de las correspondientes 
sanciones, se pretende reafirmar la consideración del contrato de trabajo indefi-
nido como la fórmula contractual ordinaria de nuestro mercado de trabajo. No 
ha de olvidarse, en este sentido, que la configuración jurídica del art. 15 ET, y 
en definitiva la ordenación de las relaciones entre el contrato de trabajo indefi-
nido y los contratos de duración determinada, a lo largo de estos años, ha sido 
objeto de hasta doce modificaciones, en un devenir legislativo que nos habla del 
interés por contener, con mayor o menor intensidad dependiendo del momento 
histórico, el recurso sobre todo al contrato por obra o servicio determinado.

La cuestión es que, como en algún caso ya se ha descrito de forma gráfica, 
«el contrato por obra o servicio determinados llegó a convertirse en el alter ego 
del contrato por tiempo indefinido», de tal manera que la evidente antinomia 

3  Para su estudio en otro momento queda, por razón de espacio y perspectiva de análisis adop-
tada en el presente caso, la controvertida cuestión del alcance de los cambios que ha registrado el 
contrato indefinido adscrito a obra en el sector de la construcción, en virtud del art. 2 del Real De-
creto-ley 32/2021, y que ha derogado el régimen del polémico «contrato fijo de obra» —regulado 
por el art. 24 del VI convenio colectivo general del sector de la construcción, en aplicación de lo es-
tablecido por la D.A. 3.ª de la Ley 32/2006, reguladora de la subcontratación en el sector de la cons-
trucción—. Como es conocido, dicha modificación tiene su origen en la sentencia del TJUE de 24 
de junio de 2021 (Asunto C-550/19), que dictaminó que el «contrato fijo de obra de la construc-
ción» no prevenía el fraude en la temporalidad, desde el momento en que posibilitaba la renovación 
de contratos, de manera indefinida, en sucesivas obras, lo cual constituye una práctica abusiva, pues 
el trabajador en realidad termina desempeñando de modo permanente y estable tareas que forman 
parte de la actividad ordinaria de la empresa que lo emplea.

Al respecto, remito, entre otros, a los análisis realizados por Aragón Gómez, Cristina (2022: 
43-57); De Val Tena (2021: 143-155), o Rodríguez Escanciano (2022: 88-141). 
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entre una y otra modalidad contractual «no impidió que se percibieran ambos 
contratos como posibilidades alternativas, hasta de libre elección en virtud de las 
preferencias» (Cabero Morán, 2022). En este sentido, la supresión del contrato 
fijo de obra, en el caso del sector de la construcción, tal y como lo conocíamos 
hasta el momento, constituye también un reflejo de una situación insatisfactoria 
por la que el legislador, con el beneplácito de los agentes sociales, decide acabar 
vía ley con ciertas prácticas negociales insatisfactorias.

En segundo lugar, la reforma legal practicada replantea la formulación ju-
rídica de las causas que justificarán en adelante el recurso al contrato de trabajo 
por circunstancias de la producción. En concreto se plantea por la norma legal 
que a esta modalidad contractual se podrá recurrir cuando: a) se aprecie un «in-
cremento ocasional e imprevisible de la actividad y las oscilaciones, que aun tra-
tándose de la actividad normal de la empresa, generan un desajuste temporal en-
tre el empleo estable disponible y el que se requiere, siempre que no respondan 
a los supuestos incluidos en el artículo 16.1» —incluyéndose expresamente las 
que derivan de las vacaciones anuales4—; b) concurran «situaciones ocasionales, 
previsibles y que tengan una duración reducida y limitada» en los términos pre-
vistos en la propia norma —por no más de noventa días en al año natural, y no 
de manera continuada—.

Por lo que respecta al contrato para la sustitución de una persona trabaja-
dora, su configuración jurídica no se ve alterada significativamente, más allá de 
su denominación5, manteniendo, por tanto, la lógica jurídica que tradicional-
mente lo ha identificado como solución contractual idónea para dar respuesta 
a ciertas necesidades organizativas, identificadas ahora con: a) «la sustitución de 
una persona trabajadora con derecho a reserva de puesto de trabajo»; b) «com-
pletar la jornada reducida por otra persona trabajadora, cuando dicha reducción 
se ampara en causas legalmente establecidas o reguladas en el convenio colec-
tivo»; c) «la cobertura temporal de un puesto de trabajo durante el proceso de 
selección o promoción para su cobertura definitiva mediante contrato fijo».

En cualquier caso, y desde la perspectiva que aquí interesa, posiblemente el 
aspecto más significativo de la reforma tiene que ver con la modificación que se 
ha producido de las relaciones entre ley y convenio colectivo en esta materia. Si, 

4  Como se ha destacado desde un principio, la consideración de las vacaciones como causa lí-
cita de contratación temporal no deja de ser una excepción a la regla general, respaldada también por 
la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo que negó en su momento la cobertura de vacaciones 
por esta vía, y que básicamente consiste en que las necesidades ordinarias de personal de carácter in-
terno deben ser atendidas por el personal indefinido de la plantilla, cfr. Ballester Pastor, 2022: 65.

5  El cambio de denominación de este contrato —que de denominarse «contrato de interinidad» 
ha pasado a denominarse «contrato de sustitución»— ha sido criticado desde algunos ámbitos al es-
timar, no sin razón, que la misma no abarca todos los subtipos recogidos por el art. 15.3 ET, pues 
no en todos los supuestos contemplados puede hablarse propiamente de una «sustitución» (Navarro 
Nieto, 2022:135).
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por ejemplo, con la reforma de 1994 uno de los aspectos que destacaban en la 
misma era el significativo papel otorgado a la negociación colectiva en la confi-
guración final del régimen de la contratación laboral temporal (López Gandía, 
1997:9)6, en el caso de la de 2021 hay que ser conscientes de que, pese a tra-
tarse de una reforma que es fruto del diálogo social tripartito —sindicatos, pa-
tronal, y Gobierno—, la misma se caracteriza por un reforzamiento de la impe-
ratividad ex lege de dicho régimen (Pastor Martínez, 2022:26), que se acompaña 
de una reducción, en cierta medida, del protagonismo de la negociación colec-
tiva en esta materia, cuando no de un replanteamiento de los espacios donde la 
ley contempla la actuación de aquella7. Lo anterior es consecuencia no solo de 
la consabida simplificación de las modalidades contractuales temporales, caso de 
la eliminación del referido contrato de trabajo para la realización de una obra o 
servicio determinado8, sino también de la modificación de los espacios en los 
que la ley ampara la participación activa de la negociación colectiva en la regu-
lación de determinados aspectos del régimen de los contratos, y en definitiva 
del margen con que la misma puede contar tras el replanteamiento del régimen 
legal.

No obstante, y antes de abordar las novedades y cambios significativos en 
los espacios reconocidos a la negociación colectiva, creo necesario comenzar por 

6  Destaca este profesor cómo en esta materia, y en comparación con las regulaciones legales pre-
cedentes, «las relaciones entre ley y convenio colectivo se hacen ahora más complejas y diferencia-
das», llegando incluso la ley a hacerse dispositiva en ocasiones —algo no habitual en materia de con-
tratación laboral—, hasta el punto de que dicho jurista no puede evitar referir que parecería que el 
legislador pare considerar que «habría llegado ya el momento, incluso en las modalidades de contra-
tación, de reconocer una cierta mayoría de edad a los sujetos colectivos para combinar tutelas garan-
tistas con las nuevas exigencias del ciclo productivo». 

7  Como ha señalado ya Cruz Villalón (2022:60), aunque la reforma laboral de 2021 es fruto de 
un acuerdo social, y como consecuencia de ello no debe extrañar la existencia de abundantes y signi-
ficativas remisiones a la negociación colectiva, no solo en materia de contratación laboral, lo cierto es 
que también, y al mismo tiempo, se constatan ciertas decisiones legislativas que permiten apreciar la 
existencia de restricciones a la intervención de la negociación colectiva en relación con determinadas 
materias. Especialmente interesante es en este sentido, y así lo subraya este jurista, la recuperación 
de espacios antes concedidos a la negociación colectiva «bien porque la experiencia ha demostrado 
una falta de respuesta de la negociación colectiva o una actitud de mayor precariedad de las fórmulas 
contractuales» —citando a estos efectos ejemplos como el encadenamiento de contratos temporales, 
o el contrato de trabajo adscrito a obras; también decisiones legislativas limitativas de la autonomía 
colectiva, como el nuevo régimen de la jubilación forzosa, o, a los efectos que aquí interesa, la limita-
ción legal de la duración de los contratos temporales (pp. 60 y ss)—. 

8  Recuerdo que, por ejemplo, en el caso del contrato de obra o servicios determinados, hasta la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 32/2021, el ET contemplaba que por convenio colectivo de 
ámbito sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior, estos 
contratos podrían ver ampliada su duración hasta doce meses —alcanzando por tanto los veinticua-
tro meses— (art. 15.1 a) párrafo 1.º ET); igualmente, la norma establecía que los convenios colec-
tivos sectoriales estatales, y de ámbito inferior, incluidos en esta ocasión también los «convenios de 
empresa», podrían identificar «aquellos trabajos o tareas con sustantividad propia dentro de la activi-
dad normal de la empresa que puedan cubrirse con contratos de esta naturaleza».
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reseñar los aspectos que, desde esta perspectiva, no han registrado prácticamente 
cambios, en concreto:

a)	 La «negociación colectiva» va a continuar siendo competente para esta-
blecer el medio por el que el empresario podrá comunicar a los trabaja-
dores contratos temporales o de duración determinada la existencia de 
vacantes permanentes (art. 15.7 párrafo 1.º ET).

b)	 También, los «convenios colectivos establecerán medidas para facilitar 
el acceso efectivo de estas personas trabajadoras a las acciones incluidas 
en el sistema de formación profesional para el empleo, a fin de mejo-
rar su cualificación y favorecer su progresión y movilidad profesionales» 
—art. 15.8 párrafo 3.º ET, anteriormente art. 15.7 párrafo 3.º ET—.

c)	 Igualmente, los «convenios colectivos» podrán establecer «criterios obje-
tivos de conversión de los contratos de duración determinada o tempo-
rales en indefinidos» —art. 15.8 párrafo 2.º ET, anteriormente art. 15.7 
párrafo 2.º ET en términos prácticamente similares—.

d)	 Por último, en cuanto criterio legal a tener en cuenta por los «convenios 
colectivos», el ET continúa afirmando que los mismos han de reconocer 
a los trabajadores con contratos temporales y de duración determinada, 
cuando corresponda en atención a su naturaleza, los mismos derechos 
que a las personas con contratación indefinida, de manera proporcional, 
en función del tiempo trabajado —art. 15.6 ET—.

Vuelvo en todo caso sobre la cuestión de las novedades registradas en rela-
ción con los espacios reconocidos a la autonomía colectiva, para destacar las si-
guientes:

a)	 En el caso del contrato de trabajo por circunstancias de la producción 
la norma estatutaria contempla el que el «convenio colectivo de ámbito 
sectorial» pueda ampliar la duración máxima de este contrato hasta un 
año (art. 15.2 párrafo 3.º ET) —siempre que en el origen de la contra-
tación no esté la necesidad de atener situaciones ocasionales, imprevisi-
bles, pues en este último caso la ley es clara: no podrá durar más de no-
venta días en un año natural—. Si consideramos subsumido en gran 
parte en esta modalidad el hoy desaparecido contrato de trabajo por cir-
cunstancias del mercado, acumulación de tareas o exceso de pedidos, 
puede afirmarse que la norma legal ha operado un cambio en el papel a 
desempeñar por la negociación colectiva, pues en el caso de esta última 
modalidad contractual el ET reconocía al «convenio colectivo» la capa-
cidad de determinar la actividades en las que podrían contratarse tra-
bajadores eventuales, así como fijar los criterios generales relativos a la 
adecuada relación entre el volumen de esta modalidad contractual y la 
plantilla total de la empresa —art. 15.1 b) párrafo 3.º ET)—.
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b)	 Por lo que respecta al contrato de trabajo de sustitución hay que co-
menzar recordando que, con anterioridad a la reforma de 2021, el ET 
no realizaba ninguna invocación a la negociación colectiva cuando del 
contrato de interinidad se trataba —la interinidad es uno de los supues-
tos cubiertos por el vigente contrato de sustitución—. Sin embargo, 
ahora el art. 15.3 párrafo 3.º ET sí contempla el que por «convenio co-
lectivo» se pueda establecer una duración del contrato de trabajo infe-
rior a los tres meses que, como duración máxima, contempla la propia 
ley. Adicionalmente, hay también que tener en cuenta el papel que in-
directamente el ET otorga en esta ocasión al convenio colectivo, desde 
el momento en que el párrafo 2.º de ese mismo apartado de la ley esta-
blece que el contrato de sustitución podrá concertarse para completar la 
jornada reducida por otra persona cuando dicha reducción se ampare 
no solo en causas legalmente establecidas, sino también en las reguladas 
al efecto en «convenio colectivo».

Pero posiblemente es el ámbito de lo que puede considerarse el régimen co-
mún a los contratos de duración determinada ex art.  15 ET donde podemos 
apreciar las principales novedades.

Comienzo, no obstante, por resaltar una primera referencia legal que en el 
texto ha desaparecido, y que tiene que ver con el mandato legal contenido en el 
art. 15.5 párrafo 3.º ET por el que la «negociación colectiva» debía establecer 
—textualmente se decía «establecerá»— «requisitos dirigidos a prevenir la utili-
zación abusiva de contratos de duración determinada con distintos trabajadores 
para desempeñar el mismo puesto de trabajo cubierto anteriormente con con-
tratos de ese carácter, con o sin solución de continuidad, incluidos los contratos 
de puesta a disposición realizados en empresas de trabajo temporal». La desapa-
rición de esta previsión legal, que prácticamente revestía el carácter de mandato, 
no quiere decir que legislador hay bajado los brazos en la lucha contra el uso 
abusivo de los contratos de duración determinada. Simplemente ha modificado 
su visión de la forma en que considera que ha de abordarse la lucha contra el 
abuso en la contratación, otorgando mayor relevancia a la ley, y en este contexto 
se explica el que, como ya he señalado antes, junto al establecimiento de la pre-
sunción del contrato de trabajo como contrato indefinido —también la mayor 
concreción en que es p posible el recurso a los contratos de duración determi-
nada—, el legislador haya acompañado dicha previsión legal de una serie de dis-
posiciones legales que en última instancia pretenden limitar el abuso en el uso 
de los referidos contratos de duración determinada: la introducción de una co-
tización adicional, a pagar por el empresario, en el caso de los contratos de du-
ración determinada inferior a 30 días, la reformulación de la tipificación de las 
infracciones administrativas relacionadas con este tipo de contratos, o la indivi-
dualización de las infracciones y el incremento de las correspondientes sancio-
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nes. Con todo, ello no significa que la negociación colectiva no pueda abordar 
en el futuro esta materia, puesto que, como sabemos, salvo el caso de las normas 
imperativas de derecho absoluto —lo que no es el caso— la autonomía colectiva 
se encuentra habilitada para abordar el régimen de la contratación laboral, con 
carácter general, siempre que respete los mínimos legales establecidos por la ley9.

Sí constituyen una novedad —eso sí, relativa en algún caso10—, por el 
contrario, las referencias legales contenidas en el art. 15.8 ET, y que identi-
fican como cuestiones que podrán abordar los «convenios colectivos», las si-
guientes:

a)	 «Planes de reducción de la temporalidad», que lógicamente entiendo 
que pueden incluir disposiciones que contengan, tanto el abuso en el re-
curso a la contratación de duración determinada, como limitativas de la 
utilización de estos contratos.

b)	 «Criterios generales relativos a la adecuada relación entre el volumen de 
la contratación de carácter temporal y la plantilla total de la empresa», y 
que remite en última instancia a la idea que he expresado en el apartado 
anterior de que se espera de los convenios colectivos que adopten medi-
das para contener, aún existiendo todo un conjunto de disposiciones le-
gales en la materia de obligado cumplimiento, el recurso a la contrata-
ción de duración determinada.

c)	 «Porcentajes máximos de temporalidad y las consecuencias derivadas de 
incumplimiento de los mismos», y que apunta en la dirección antes ex-
puesta de luchar contra el abuso, o el uso que pueda considerarse exce-
sivo, de estas modalidades contractuales.

d)	 «Criterios de preferencia entre las personas con contratos de duración 
determinada o temporales, incluidas las personas puestas a disposición», 
y que, a diferencia de los criterios y porcentajes anteriores que pueden 
integrar perfectamente el contenido de los referidos planes de reducción 
de la temporalidad, se orientan a la gestión de la contratación de dura-
ción determinada.

9  Como ha señalado Almendros González (2022:362), no existe en nuestro ordenamiento jurí-
dico una reserva material en la regulación de las condiciones de trabajo, ni a favor de la norma esta-
tal, ni de la negociación colectiva. 

10  Como ha advertido Almendros González (2022:374), el establecimiento de medidas o planes 
para la reducción de la temporalidad, y para el fomento de la contratación indefinida, era algo ya ha-
bitual en el caso de ciertos convenios colectivos, algunos tan significativos, por el volumen de traba-
jadores al que afecta, como el VII Convenio colectivo marco estatal de servicios de atención a las per-
sonas dependientes y desarrollo de la promoción de la autonomía personal, residencias privadas de 
personas mayores y del servicio de ayuda a domicilio (BOE núm. 229, de 21de septiembre de 2018, 
p. 91393 y ss). 
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Dejo para el final una cuestión que creo de especial interés, y que tiene que 
ver con las conexiones que se establecen entre los artículos 15, 11 y 16 ET como 
consecuencia del evidente interés del legislador por promover la estabilidad en 
el empleo de los trabajadores, más allá de la afirmación de la presunción como 
indefinidos de los contratos de trabajo (art. 15.1 ET). En efecto, el ET tras la 
reforma de 2021 refiere que los convenios colectivos pueden establecer lo que 
identifica como «planes de reducción de la temporalidad», y que esos mismos 
convenios pueden establecer criterios para la conversión de los contratos de du-
ración determinada o temporales en indefinidos. Sin embargo, sabemos que en 
nuestro mercado de trabajo la consecución de la estabilidad en el empleo no es 
fácil, y que este es un bien por el que también pugnan los trabajadores titula-
res de contratos formativos. De hecho, el art. 11.6 ET refiere que en la «nego-
ciación colectiva» podrán establecerse «compromisos de conversión de los con-
tratos formativos en contratos por tiempo indefinido», por lo que una gestión 
coherente de la contratación indefinida aconsejaría poner en conexión las me-
didas y criterios que se adopten para promover la estabilidad referida tanto de 
los trabajadores vinculados a la empresa por contratos de duración determinada, 
como los que lo están en virtud de contratos formativos.

Pero es que también conviene tener en cuenta que el art. 16.5 ET contem-
pla el que los «convenios colectivos de ámbito sectorial» puedan establecer «una 
bolsa sectorial de empleo en la que se podrán integrar las personas fijas-discon-
tinuas durante los periodos de inactividad, con el objetivo de favorecer su con-
tratación y su formación continua». Compiten por tanto estos trabajadores por 
el mismo bien preciado, la estabilidad en el empleo —en este caso empleo efec-
tivo, de forma continuada en el tiempo—, por lo que, como he señalado antes, 
sería conveniente que las previsiones al respecto se establecieran en forma cohe-
rente con las medidas y criterios que se pacten para posibilitar el acceso a la con-
dición de indefinidos tanto de los trabajadores con contratos de duración deter-
minada, como de los sujetos a contratos formativos.

3. � La práctica negocial tras la entrada en vigor de la reforma de 2021

3.1.  �El régimen convencional de la contratación de duración determinada

Cuando uno se aproxima al estudio de la práctica negocial en materia de 
contratación de duración determinada creo que es importante partir de las rea-
lidades y no de las expectativas que pudieran crearse. Posiblemente en el ámbito 
de los deseos habría que situar una rápida asunción por la negociación colectiva 
del régimen legal establecido y de los nuevos espacios que la ley ofrece a la ne-
gociación colectiva. Sin embargo, las estadísticas nos indican que la negociación 
colectiva está encontrando dificultades para recuperar las cifras de convenios ne-
gociados pocos años antes del inicio de la pandemia del Covid-19. En efecto, si 
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en 2013, año en que se comenzó a salir de la crisis económica del periodo 2008-
2013, las cifras oficiales indicaban la suscripción ese año de 2.502  convenios 
colectivos de los cuales 1.897 eran de empresa —afectando a 376.470  tra-
bajadores—, y 605 de ámbito superior a la empresa —con incidencia sobre 
4.871.105—, 2021 arroja un montante total de 1.436 convenios, de los cua-
les 1.101 son de empresa —afectando en este caso a 278.171 trabajadores—, 
y 335 de ámbito superior a la empresa —con incidencia en este ocasión sobre 
4.366.077 trabajadores— (MTES:2022)11. Como observará el lector, los datos 
indican una evidente reducción del número de convenios colectivos de empresa 
firmados en este año, en comparación con el referente que he situado en 2013 
—461 convenios colectivos menos—, en tanto ese descenso resulta todavía más 
acusado cuando lo que se aborda es la «cosecha», si se me permite la expresión, 
de convenios colectivos sectoriales, 270 menos que en 2013 —y una disminu-
ción en el número de trabajadores que se benefician de la existencia de convenio 
colectivo que se sitúa en 505.028 trabajadores, lo que representa una disminu-
ción de un 10,36% respecto de las cifras alcanzadas en 2013—. No es el mo-
mento de indagar sobre las causas precisas de esta disminución de las manifesta-
ciones de la negociación colectiva —sin duda, factores como la crisis económica 
desatada por la pandemia, o la inexistencia de un acuerdo estatal en vigor sobre 
estructura de la negociación colectiva (desde finales de 2020 no existe acuerdo 
que sustituya al IV Acuerdo estatal en la materia), son circunstancias que, al me-
nos en parte, pueden explicar este fenómeno—, pero sin duda esta situación 
apunta a que, en principio, va a haber una participación limitada de la autono-
mía colectiva en el desarrollo y gestión de este nuevo Derecho de la contratación 
laboral que la reforma de 2021 ha impulsado en el plano legislativo.

Pues bien, desde la perspectiva que nos ocupa en estos momentos, entiendo 
que pueden ser de interés las respuestas que pueda ofrecer la práctica negocia-
dora a cuestiones como las siguientes:

a)	 ¿Cuál es el tratamiento convencional de las causas legales justificativas 
de la contratación laboral de duración determinada ex art. 15 ET tras la 
reforma de 2021?

b)	 Balance en relación con aquellos aspectos donde la negociación colec-
tiva ya era competente con anterioridad a la reforma laboral —comu-
nicación de la existencia de vacantes permanentes (art. 15.7 párrafo 1.º 
ET); acceso a la formación profesional (art. 15.8 párrafo 3.º ET); crite-
rios objetivos para la conversión de los contratos de duración determi-
nada o temporales en indefinidos (art. 15.8 párrafo 3.º ET)—.

11  Datos extraídos del informe «Estadísticas de convenios colectivos de trabajo», editado por el 
Ministerio de Trabajo y Economía Social, consultados el 24 de octubre de 2022, y que pueden reca-
barse en: https://www.mites.gob.es/estadisticas/cct/welcome.htm
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c)	 Tratamiento de aquellas materias que se han abierto a la regulación con-
vencional: en concreto el establecimiento de límites temporales a la du-
ración tanto del contrato de trabajo por circunstancias de la producción 
(art. 15.2 párrafo 3.º ET), como del contrato de trabajo para la sustitu-
ción de una persona trabajadora (art. 15.3 párrafo 3.º ET).

Comenzando por la primera cuestión, hay que reseñar la existencia de un 
primer grupo de convenios colectivos caracterizados por la falta de mayor con-
creción o desarrollo de las causas justificativas de la contratación laboral ex 
art. 15 ET, de tal forma que, en unos casos la previsión convencional, si existe, 
consiste en una mera remisión al precepto legal mencionado12, en tanto en otras 
lo que hay es una incorporación cuasi literal, cuando no literal, del mencionado 
artículo estatutario13. Que esto sea así tampoco debe sorprendernos, pues ya sa-
bemos que la autonomía colectiva, en ocasiones, suele necesitar tiempo para re-
conocer las posibilidades que ofrece el dictado legislativo14. Adicionalmente, la 
transformación operada en el régimen de la contratación laboral de duración 
determinada ha sido de tal entidad que entre los negociadores con frecuencia 
se impone la cautela a la hora de reconducir el mismo en un sentido o en otro15 

12  Véase el XXIII Convenio colectivo nacional de autoescuelas (BOE núm. 80, de 4 de abril de 
2022, p. 45406 y ss.), cuyo art. 7.3 remite en materia de contratos de duración determinada a lo pre-
visto en el art. 15 ET en la versión del Real Decreto-ley 32/2021. En el ámbito empresarial, el Con-
venio colectivo del Grupo Marítima Dávila SA y sociedades vinculadas 2022-2024 (BOE núm. 108, 
de 6 de mayo de 2022, p. 64011 y ss.), art. 14; el Convenio colectivo de Izmar SLU, para los años 
2020-2023 (BOE núm. 128, de 30 de mayo de 2022, p. 7389 y ss.) en su art. 10; el Convenio co-
lectivo del Grupo Rodilla (BOE núm. 80, de 4 de abril de 2022, p. 45349 y ss.), en sus arts. 10 y ss; 
o el art. 14 Convenio colectivo de ámbito estatal para el sector de industrias de aguas de bebidas en-
vasadas (BOE núm. 163, de 8 de julio de 2022, p. 96687 y ss.), si bien en este último caso la remi-
sión se acompaña en el art. 15 de algunas —pocas— disposiciones específicas en la materia. 

13  Como ocurre con el Acuerdo marco del sector de la pizarra (BOE núm. 128, de 30 de mayo 
de 2022, p. 73833 y ss.), art. 14; el Convenio colectivo de ámbito estatal para las industrias del frío 
industrial (BOE núm. 131, de 2 de junio de 2022, p. 75712 y ss.), art. 10; el Convenio colectivo es-
tatal de las industrias cárnicas 021-2023 (BOE núm. 167, de 13 de julio de 2023, p. 99833 y ss.), 
en su art. 28.; el VII Convenio colectivo de Patentes Talgo SLU (BOE núm. 128, de 30 de mayo 
de 2022, p. 73947 y ss.); el Convenio colectivo de Izamar, SLU, para los años 2020-2023 (BOE 
núm. 128, de 30 de mayo de 2022, p. 73879 y ss.), art. 10; o el Convenio colectivo para peluque-
rías, institutos de belleza y gimnasios (BOE núm. 07, de 5 de mayo de 2022, p. 63152 y ss. ) que en 
su art. 32 define las «situaciones ocasiones imprevisibles» y las «situaciones ocasionales previsibles» en 
forma absolutamente fiel a los términos en que se expresa el ET. 

14  Aunque también algo de temor a adentrarse en la concreción de las nuevas formulaciones le-
gales también puede haber en algunos casos. No en vano, la doctrina jurídica desde un principio ha 
apuntado la existencia de dudas significativas por lo que respecta a la compresión del nuevo régi-
men legal de la contratación de duración determinada, particularmente por lo que respecta a sus cau-
sas justificativas, aunque no solo (remito en este sentido al análisis, entre otros, de Cabeza Pereiro 
(2022: 39-56)).

15  No obstante, en ocasiones encontramos formulaciones que no dejan de ser sorprenden-
tes, como la identificación del contrato por circunstancias de la producción para atender situacio-
nes ocasionales, previsibles, y que tengan una duración reducida y limitada, como el «Contrato de 
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—de hecho, algunos convenios y acuerdos colectivos que han visto la luz estos 
meses no albergan una sola referencia al nuevo régimen de la contratación labo-
ral, cuando este es un aspecto central hoy día en el devenir de las relaciones de 
trabajo16; en todo caso, se ha de advertir que, en la mayoría de los casos aprecia-
dos se trata de convenios de empresa17, donde la referencia en materia de con-
tratación con frecuencia la marca el convenio colectivo de sector18—.

No obstante, en ocasiones sí se encuentran algunas formulaciones conven-
cionales específicas que adaptan la causalidad de los contratos del art. 15 ET 
a las circunstancias concretas de la actividad regulada19. Este es el caso de los 
Acuerdos de modificación del VII Convenio colectivo de empresas de ense-
ñanza privada sostenidas total o parcialmente con fondos públicos, cuando en 
su art. 19.2 párrafo 2.º menciona que el contrato de duración determinada por 
circunstancias de la producción se podrá suscribir «para los supuestos de dota-
ción excepcional de horas que estén condicionadas en el tiempo, así como, para 
programas temporales, y otros supuestos de carácter excepcional y temporal que 
tengan cabida conforme a la legislación educativa vigente»20. En otros, sin em-

“90 días”», sin realizar ninguna otra consideración adicional sobre los supuestos en que este contrato 
será posible (art. 12 del IX Convenio colectivo del grupo Unide (BOE núm. 145, de 18 de junio de 
2022, p. 84903 y ss.)). 

16  El Acuerdo de modificación del XI Convenio colectivo nacional de centros de enseñanza pri-
vada de régimen general o enseñanza reglada sin ningún nivel concertado o subvencionado (BOE 
núm. 192, de 11 de agosto de 2022, p. 117531 y ss.), por ejemplo, aborda en su art. 17 bis la regu-
lación del contrato de trabajo fijo-discontinuo, no existiendo referencia alguna a los contratos de du-
ración determinada. 

17  Véase el Acuerdo de modificación y prórroga del Convenio colectivo del Grupo Cepsa 
(BOE núm. 128, de 17 de mayo de 2022, p. 73825 y ss.); el Acuerdo de modificación del Conve-
nio colectivo de Tradia Telecom, SAU (BOE núm. 108, de 6 de mayo de 2022, p. 63944 y ss.); el 
Convenio colectivo de Finanzauto SA (BOE núm. 107, de 5 de mayo de 2022, p. 63088 y ss.); el 
II Convenio colectivo de Cemex España Operaciones, SLU, para los centros de trabajo dedicados 
a la actividad de fabricación y venta de cemento (BOE núm. 132, de 3 de junio de 2022, p. 76436 
y ss.); o el Convenio colectivo de Thales España GRP, SAU (BOE núm. 145, de 18 de junio de 
2022, p. 84853 y ss.).

18  Este es el caso del II Convenio colectivo empresa Contratas Públicas del Norte, SLU (BOE 
núm. 80, de 4 de abril de 2022, p. 45375 y ss.), donde hay una remisión al Convenio colectivo Ge-
neral del Sector de la Construcción en lo no dispuesto por este convenio (art. 4); o el II Convenio 
colectivo de Distrigal, SL (BOE núm. 80, de 4 de abril de 2022, p. 45375 y ss.), donde tras remitirse 
a la normativa contenida en el ET en materia de contratación laboral, refiere que, en relación con el 
«contrato eventual o por sustitución de persona trabajadora», habrá que estar a lo que disponga el 
convenio colectivo sectorial que pudiera ser de aplicación (art. 16).

19  En este sentido, suena como práctica de otro tiempo, o al menos ajena a lo que debería ser 
una cuestión a gestionar de forma coparticipada por los representantes de los trabajadores, dispo-
siciones como la contenida en el Convenio colectivo de Airbus Defence and Space, SAU., Airbus 
Operation, SL, y Airbus Helicopters España, SA (BOE núm. 108, de 6 de mayo de 2022, p. 3882 y 
ss.) que otorga a la empresa, en exclusiva, la competencia para definir los «trabajos o tareas específi-
cos de la empresa que puedan ser susceptibles de cubrirse» mediante contratos de duración determi-
nada por circunstancias de la producción (art. 41.3). 

20  BOE núm. 138, de 10 de junio de 2022, p. 79750 y ss). 
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bargo, lo que hay es una concreción de las causas que justifican, en esta ocasión 
la celebración de un contrato de duración determinada para la sustitución de 
una persona trabajadora, que no es muy común, como ocurre con los supuestos 
de suspensión de empleo y sueldo por razones disciplinarias —no es el supuesto 
de derecho a reserva del puesto de trabajo en el que comúnmente se está pen-
sando—21.

Significativo también es el caso en el que la configuración jurídica más de
tallada de las causas tiene su origen en la naturaleza de las características de la 
actividad a cuya regulación atiende el convenio —me refiero al Convenio colec-
tivo para el sector de conservas, semiconservas y salazones de pescado y marisco 
de los años 2021-2024 (art. 7.3)22—, y el convencimiento de las partes nego-
ciadoras de que «la contratación temporal y externa, responde única y exclusi-
vamente a circunstancias excepcionales» —de hecho, se considera que la elasti-
cidad que proporciona el personal fijo discontinuo es la solución que «se adapta 
perfectamente a las necesidades de la industria»—. De hecho, el referido conve-
nio colectivo solo contempla el recurso a la contratación laboral temporal en las 
«situaciones de excepción» siguientes: «1. Cubrir bajas derivadas de I.T. 2. Por 
ausencias imprevistas. 3.Trabajos que por su especial cualificación no puedan 
ser cubiertos por el personal de plantilla. En este sentido se encuadrarían los ofi-
cios propios (electricistas, fontaneros, mecánicos, etc.). 4.La realización de pe-
didos imprevistos y no contemplados dentro de los planes productivos de las 
empresas. 5. Abundancia de materias primas y siempre que suponga una excep-
ción dentro de cada campaña». E incluso, concurriendo los supuestos anteriores, 
el convenio establece que las partes firmantes del mismo acuerdan no efectuar 
contratación temporal o a tiempo parcial alguna, ni se haga uso de trabajadores 
cedidos por terceras empresas, «mientras no tenga plena ocupación todo el per-
sonal fijo y fijo-discontinuo de la empresa». Esto sí que es una apuesta de la au-
tonomía colectiva por el empleo estable23.

21  Convenio colectivo de acción e intervención social 2022-2024 (BOE núm. 259, de 28 de oc-
tubre de 2022, p. 147673 y ss.), art. 17. 

22  BOE núm.192, de 11 de agosto de 2022, p. 117434 y ss.
23  De interés es también, desde esta perspectiva, la prohibición contenida en el Convenio colec-

tivo marco estatal para las empresas organizadoras del juego del bingo (BOE núm. 243, de 10 de oc-
tubre de 2022, p. 138595 y ss.), en relación con el contrato por circunstancias de la producción por 
incremento ocasional e imprevisible de la actividad y las oscilaciones, pues en el mismo se acuerda 
que no podrán utilizar esta modalidad contractual « las empresas que no tengan cubiertas las plan-
tillas de trabajadores fijos establecidas en el presente convenio marco o el número que se determine 
en los convenios sectoriales de ámbito inferior, en desarrollo de lo previsto en el presente convenio 
marco estatal» (art. 12). En sentido parecido, el Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los 
centros de trabajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba) (BOE núm. 108, de 6 de mayo de 2022, 
p. 63955 y ss.), en su art. 12.3, establece que el «contrato eventual por circunstancias de la produc-
ción» no se podrá realizar «cuando exista personal fijo discontinuo con el mismo grupo profesional y 
especialidad en el puesto de trabajo vacante, sin ser llamados». 
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En cuanto a las materias donde la negociación colectiva ya era competente 
con anterioridad a la vigente reforma laboral, los convenios y acuerdos consulta-
dos arrojan algunos aspectos de interés. Comienzo en este sentido por referirme 
a la regulación del derecho a la formación profesional de los trabajadores con 
contratos de duración determinada, recordando que el art. 15.8 ET refiere que: 
«Los convenios colectivos establecerán medidas para facilitar el acceso efectivo 
de estas personas trabajadoras a las acciones incluidas en el sistema de formación 
profesional para el empleo, a fin de mejorar su cualificación y favorecer su pro-
gresión y movilidad profesionales».

Pues bien, lo primero que hay que señalar es que el tratamiento convencio-
nal del derecho a la formación de estos trabajadores no está siendo objeto de 
consideración específica, con carácter general, por parte de la negociación colec-
tiva desarrollada tras la entrada en vigor del Real Decreto-ley 32/202124. Sí hay, 
sin embargo, algunos compromisos en relación con estos trabajadores en mate-
ria formativa que, desde luego, generalmente acostumbran a exigir una cierta 
antigüedad en la empresa, criterio en si mismo discutible, toda vez que la ley 
no refiere la ostentación de una cierta antigüedad para acceder a acciones for-
mativas, máxime cuando desde la perspectiva de este derecho bien puede consi-
derarse a estos trabajadores como un colectivo vulnerable, dadas sus habituales 
fallas formativas.

Así, podemos encontrar convenios en los que el derecho a recibir de la em-
presa cursos formativos se vincula a una antigüedad de al menos un año en la 
empresa25 —cuando no se exige un año de antigüedad para tener derecho a per-
misos retribuidos de formación26—, periodo que, sin embargo, se reduce en 
otros casos a un mes, eso sí, en el caso concreto, siempre que el trabajador haya 
superado el correspondiente periodo de prueba27. El requisito de la superación 

24  Sirva como ejemplo el tratamiento genérico del derecho a la formación que se hace en con-
venios como el Convenio estatal de industrias lácteas y sus derivados (BOE núm. 144, de 17 de ju-
nio de 2022, p. 84430 y ss.), art. 58. En todo caso, también es cierto que, con relativa frecuencia los 
convenios colectivos suelen contemplar el establecimiento de comisiones paritarias de formación, en-
cargadas, entre otros cometidos, de «establecer los criterios orientativos para el acceso de los trabaja-
dores a la formación» (véase, por ejemplo, el VI Acuerdo estatal sobre materias concretas y cobertura 
de vacíos del sector cementero (BOE núm. 128, de 30 de mayo de 2022, pp. 73915 y ss.), art. 23).

25  Art. 35 del XXIII Convenio colectivo nacional de autoescuelas (BOE núm. 80, de 4 de abril 
de 2022, p. 45406 y ss.). 

26  Art. 42 del Convenio colectivo estatal del sector de desinfección, desinsectación y desratiza-
ción (BOE núm. 108, de 6 de mayo de 2022, p. 64040 y ss.); art. 19.2 del Convenio colectivo para 
la industria fotográfica (BOE núm. 187, de 5 de agosto de 2022, p. 115300 y ss.), o el art. 42 del 
Convenio colectivo estatal para el comercio de distribuidores de especialidades y productos farma-
céuticos (BOE núm. 229, de 23 de septiembre de 2022, p. 130946 y ss.). Suele ser habitual el es-
tablecimiento de un permiso retribuido de veinte horas anuales, acumulables por periodos de cinco 
años. 

27  Art. 24 del VI Acuerdo estatal sobre materias concretas y cobertura de vacíos del sector ce-
mentero (BOE núm. 128, de 30 de mayo de 2022, pp. 73915 y ss.).
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del periodo de prueba podría ser un criterio asumible, en su caso, si el mismo 
se hubiera fijado en convenio colectivo de empresa, pero cuando el criterio se 
fija en un convenio colectivo de sector, el mismo resulta cuanto menos discuti-
ble, toda vez que de un convenio de estas características sí es razonable esperar 
una mayor sensibilidad hacia aquellos trabajadores precarios que, entre sus de-
bilidades, arrastran carencias formativas que, con frecuencia, tiene origen en esa 
misma situación de inestabilidad constante28.

Discutible también es, por otra parte, el que, como algún convenio colectivo 
establece, la participación en acciones formativas genere en favor de la empresa 
un derecho resarcitorio, en línea con el que se puede derivar de la suscripción 
de un pacto de permanencia en el marco del art. 22.4 ET. Más concretamente, 
XXIII Convenio colectivo nacional de autoescuelas, establece en su art. 35 que 
los trabajadores que realicen cursos para «la obtención de otros títulos de do-
cencia en educación vial» adquirirán un compromiso de permanencia en la em-
presa, de forma que «en caso de causar baja en la misma durante los 12 meses 
siguientes a la finalización del curso, el Empresario podrá detraer, de los emolu-
mentos que correspondan a la persona trabajadora, una cantidad equivalente al 
coste del curso, o, en su caso, a la prorrata del mismo». No parece que el tipo de 
formación que está en el origen de la permanencia del trabajador sea la que jus-
tifica este compromiso en el caso del art. 22.4 ET.

En todo caso, los convenios analizados también nos permiten observar al-
gunas previsiones convencionales donde sí se constata una preocupación efec-
tiva por la protección de la formación como derecho de los trabajadores con 
contratos de duración determinada. Este es el caso del XXII Convenio colectivo 
de ámbito estatal para las industrias extractivas, industrias del vidrio, industrias 
cerámicas y para las del comercio exclusivista de los mismos materiales29, cuyo 
art. 118 se titula precisamente «formación para el personal con contrato de du-
ración determinada y con contrato a tiempo parcial». En concreto, la cláusula 
convencional establece que las secciones sindicales de los sindicatos firmantes 
del convenio colectivo, mediante acuerdo con la empresa, podrá establecer «pla-
nes de carrera profesional» para facilitar «el acceso efectivo de las personas con 
contratos de duración determinada o temporales, incluidas las personas pues-
tas a disposición, a las acciones incluidas en el sistema de formación profesional 
para el empleo, a fin de mejorar su cualificación y favorecer su progresión y mo-

28  Desde la perspectiva expuesta puede ser de interés, sin embargo, planteamientos como el con-
tenido en el Convenio colectivo para peluquerías, institutos de belleza y gimnasios (BOE núm. 107, 
de 5 de mayo de 2022, p. 63152 y ss), donde la formación profesional se aborda orientada a la «re-
conversión profesional», estableciéndose una preferencia en el acceso a cursos de formación del per-
sonal que haya participado en menos ocasiones en los mismos —trabajadores temporales de toda 
condición podría ser el caso—, y quienes estén desempeñando el puesto de trabajo relacionado con 
el objeto del curso (art. 40). 

29  BOE núm. 150, de 24 de junio de 2022, p. 89047 y ss. 
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vilidad profesionales» —este planteamiento se realiza también en el caso de los 
contratos de trabajo a tiempo parcial—. No obstante, ello no significa en el caso 
concreto que se opte por reconocer a los trabajadores con contratos de duración 
determinada la condición de colectivo de atención preferente en materia forma-
tiva30, pues, como el propio convenio establece, son las personas trabajadoras fi-
jas-discontinuas las que «tendrán la consideración de colectivo prioritario para el 
acceso a las iniciativas de formación del sistema de formación profesional para el 
empleo en el ámbito laboral durante los periodos de inactividad»31.

En otro orden de cosas, sabemos que la contratación de duración determi-
nada suele tener rostro de mujer, sobre todo en ciertos sectores32. Pues bien, 
desde la perspectiva que aquí interesa, la formativa, hay que señalar que la prác-
tica negociadora nos enseña que en estos momentos dos son los tipos de cláusu-
las convencionales, con carácter básico, que afrontan el despliegue de medidas 
de acción positiva. Por un lado, y en un formato que hoy día puede considerarse 
previsible, encontramos convenios que albergan compromisos convencionales 
en favor del fomento de la participación de la mujer trabajadora en las acciones 
formativas que se ejecuten33. Alternativamente, sin embargo, también cabe apre-

30  No se observa al menos en el tiempo presente una sensibilidad respecto a la importancia que 
puede revestir el reconocer la condición de colectivo preferente en materia formativa a los trabajado-
res con contratos de duración determinada. Sensibilidad de la que, sin embargo, se benefician otros 
colectivos, distintos de los trabajadores fijos-discontinuos, como es el caso de los trabajadores en si-
tuación de incapacidad permanente – como ejemplo, el Convenio colectivo de Airbus Defence and 
Space, SAU., Airbus Operation, SL, y Airbus Helicopters España, SA, cuyo art. 55 alberga el com-
promiso de las partes negociadoras del convenio de «prestar una atención especial y fijar prioridades, 
en cuanto a la formación se refiere, a aquellas personas que estén afectadas por cualquier tipo de in-
capacidad permanente».

31  Art. 118.2 del XXII Convenio colectivo de ámbito estatal para las industrias extractivas, in-
dustrias del vidrio, industrias cerámicas y para las del comercio exclusivista de los mismos materia-
les. Esta preferencia de los trabajadores fijos-discontinuos en el acceso a la formación también se 
establece en el Acuerdo marco del sector de la pizarra (BOE núm. 128, de 30 de mayo de 2022, 
p. 73833 y ss.), art. 15.8. 

32  Aunque las estadísticas oficiales indican que la brecha de género viene reduciéndose progre-
sivamente desde 2007 —por lo que respecta a variables como la tasa de actividad, la tasa de empleo 
y el paro de 16 a 64 años—, y que las mujeres han incrementado su presencia en la contratación 
hasta alcanzar el 44,5% del total (MTES:2022), lo cierto es que tradicionalmente el número de mu-
jeres con contrato temporal viene siendo superior al de hombres. Así lo indican las estadísticas del 
INE que, por ejemplo, en el tercer trimestre de 2022, en una tendencia de años, ha cifrado el nú-
mero de asalariados hombres con contrato temporal en 1647.0 miles miles, en tanto en el caso de las 
mujeres la cifra alcanza los 1.865,5 miles miles (y que puede consultarse en: https://www.ine.es/
jaxiT3/Datos.htm?t=3961). Igualmente, las estadísticas indican que la presencia de la mujer es ma-
yoritaria en cinco ramas de actividad: hogar (87,8%); sanidad y servicios sociales (77,2%); educación 
(68,1%); administrativa (54,5%); y hostelería (53,1%) —Ministerio de Trabajo y Economía Social 
(2022) La situación de las mujeres en el mercado de trabajo 2021, op. cit., p. 16—.

33  Convenio colectivo de Automáticos Orenes, SLU para sus centros de trabajo de Murcia, Ali-
cante, Valencia, Jerez, Almería y Madrid (BOE núm. 145, de 18 de junio de 2022, p. 84832 y ss.), 
art. 7.
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ciar la existencia de convenios en los que se establece que, para garantizar el ac-
ceso con respeto absoluto al principio de igualdad de trato y oportunidades en-
tre mujeres y hombres, «se podrán establecer cupos, reservas u otras ventajas a 
favor de las personas trabajadoras del sexo menos representado, en el ámbito al 
que vayan dirigidas aquellas acciones de formación profesional»34. Como com-
prenderá el lector este último planteamiento no asume la adopción de medidas 
de acción positiva solo en favor de la mujer, abriendo por tanto a los hombres 
trabajadores el acceso a medidas que preserven su derecho a la formación, eso 
sí, siempre que se trate del colectivo menos representado, lo que, como he seña-
lado, no suele ser el caso, al menos en ciertos sectores de actividad. No obstante 
lo señalado, el XXIII Convenio colectivo de contratas ferroviarias (art.  76)35, 
nos ofrece una perspectiva interesante, desde el momento en que, al tiempo 
que establece la garantía del principio de igualdad de trato y oportunidades en 
la incorporación a la formación de personas trabajadoras con mayor dificultad 
de acceso a la misma, contempla el que las acciones de formación puedan in-
cluir «acciones positivas respecto al acceso a la formación de personas trabajado-
ras pertenecientes a determinados colectivos (entre otros a jóvenes, inmigrantes, 
discapacitados, baja cualificación, personas trabajadoras con contrato temporal, 
víctimas de violencia de género, mayores de 45 años)».

Por lo que respecta a la comunicación de vacantes en puestos permanentes, 
que es una obligación de la empresa que se establece no solo respecto de los tra-
bajadores con contratos de duración determinada o temporales, sino también 
de los que ostentan contratos formativos (art. 15.7 ET), recuerdo en este mo-
mento que el ámbito reservado por la ley en este punto a la negociación colec-
tiva es aquel relacionado con el medio por el que dichas vacantes se comunican 
a los trabajadores. Pues bien, el análisis de los convenios colectivos considerados 
permite concluir que, como ocurría en el pasado, este no es un aspecto que sus-
cite interés a los negociadores. De hecho, solo en contadas ocasiones la cuestión 
es tratada por los convenios colectivos consultados, y con frecuencia para refle-
jar a grandes rasgos la previsión legal del ET36, encontrándonos con un número 

34  I Convenio colectivo de la industria metalgráfica y de fabricación de envases metálicos 
(BOE núm. 172, de 19 de julio de 2022, p. 102790 y ss), art. 58. En sentido parecido, la Disposi-
ción Complementaria Cuarta del Convenio Colectivo estatal del sector de industrias cárnicas (BOE 
núm. 170, de 16 de julio de 2022, p. 101238 y ss.); el art. 58 del I Convenio colectivo de la indus-
tria metalgráfica y de fabricación de envases metálicos; o el art. 87 del Convenio colectivo marco es-
tatal para las empresas organizadoras del juego del bingo. 

35  BOE núm. 154, de 28 de junio de 2022, p. 91063 y ss. 
36  Véase, por ejemplo, el VII Convenio colectivo de Patentes Talgo, SLU (art. 14.2), donde la 

obligación convencional de informar en estos casos, por parte de la empresa, tiene por destinatarios 
no solo a los trabajadores sujetos a un contrato de trabajo de duración determinada o temporales, 
sino también a los que se encuentran vinculados por un contrato formativo. En sentido parecido se 
expresa el art. 73 del XXII Convenio colectivo de ámbito estatal para las industrias extractivas, indus-
trias del vidrio, industrias cerámicas y para las del comercio exclusivista de los mismos materiales. 
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superior de casos en el que el colectivo que se beneficia de esta obligación es el 
de los trabajadores fijos-discontinuos37 —lo que resulta expresivo de la idea exis-
tente en muchos casos de que son estos últimos trabajadores los que, de forma 
preferente, deben cubrir, en principio, los puestos de trabajo vacantes de carác-
ter ordinario—.

La fijación de criterios objetivos para la conversión de contratos de duración 
determinada en indefinidos constituye, como se ha indicado, otro de los ámbi-
tos de acción tradicional de la negociación colectiva (art. 15.8 párrafo 3.º ET). 
La cuestión es que el análisis de convenios colectivos realizados arroja un ba-
lance muy dispar en este aspecto, partiendo de la base, por supuesto, de que son 
los menos los convenios colectivos que abordan este aspecto, cuando no hay una 
mera transcripción de lo que refiere el ET en est punto38.

Así, y, en primer lugar, hay que hacerse eco de la existencia de cláusulas 
convencionales que abordan esta cuestión de forma un tanto difusa. Este ese el 
caso de los Acuerdos de modificación del XXIX Convenio colectivo de Philips 
Ibérica, SAU, que en su art. 11, y tras referir que la dirección de la empresa po-
drá hacer uso de la contratación temporal en el marco de la legislación vigente, 
establece «el compromiso de convertir en indefinidos el mayor número posi-
ble de dichos contratos siempre que el puesto tenga carácter de permanente y se 
consiga una correcta adaptación persona-puesto» —se obvia establecer una refe-
rencia que permita cuantificar este objetivo, no se concretan apenas los criterios 
que regirán la conversión, y finalmente se introduce un factor como la «adap-
tación persona-puesto» que más bien parece destinada a salvar la posición de la 
empresa cuando la conversión, por la razón que sea, no interese—.

Curioso, por otra parte, es el caso del convenio colectivo estatal del sector 
de las industrias cárnicas que, en principio, muestra un escaso compromiso con 
la conversión contractual referida —se contempla como una opción y no como 
una obligación convencional—, estableciendo que, a la finalización de los con-
tratos de duración determinada o temporal, y al objeto de fomentar la coloca-
ción estable, aquellos «se podrán convertir en contratos de trabajo de carácter 
indefinido de acuerdo a la legislación vigente»39 —sin concretar cuáles son los 
criterios a seguir en estos casos, sobre todo porque la posibilidad de conversión 

37  Es el caso del IX Convenio colectivo del grupo Unide, cuyo art. 12 aborda la cuestión, si bien 
la noticia en este caso es que la obligación de información se recoge solo respecto de los trabajadores 
fijos-discontinuos, a los efectos de que los mismos «puedan formular solicitudes de conversión vo-
luntaria, de conformidad con los procedimientos que establezca el convenio colectivo sectorial o, en 
su defecto, el acuerdo de empresa». En sentido parecido, el Acuerdo marco del sector de la pizarra 
(art. 15.2); también el Acuerdo de modificación del XI Convenio colectivo nacional de centros de 
enseñanza privada de régimen general o enseñanza reglada sin ningún nivel concertado o subvencio-
nado (art. 17 bis); o el Convenio colectivo de acción e intervención social 2022-2024 (art. 16). 

38  Véase el caso del Convenio colectivo de acción e intervención social 2022-2024, art. 17.6. 
39  Art. 30.2. 
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también se contempla respecto de los trabajadores sujetos a contratos formati-
vos—. Sin embargo, y a continuación, declara de forma solemne que: «Las per-
sonas trabajadoras con contratos de trabajo temporales, sustitución de la per-
sona trabajadora y contratos formativos tendrán preferencia para ocupar en las 
empresas los puestos de trabajo de carácter indefinido»40.

No obstante lo señalado, en otros casos, la aproximación a la cuestión re-
sulta mucha más certera, tal es el caso del Convenio colectivo del sector de des-
infección, desinsectación y desratización, que en su art. 17, titulado «Política de 
empleo», y tras establecer que las empresas a las que se aplica este convenio «rea-
lizarán preferentemente transformaciones de contratos temporales en indefini-
dos atendiendo a lo dispuesto en la legislación vigente de aplicación», formula 
un conjunto de principios generales en torno a los cuales ha de girar la política 
de empleo, y que también van a promover la referida conversión contractual, 
como son:

—	Prioridad en la estabilidad y garantía en el empleo.
—	Respeto de los principios reguladores y de causalidad de la contratación 

temporal.
—	Promover la igualdad de oportunidades entre hombre y mujeres y contri-

buir a la eliminación de discriminación y al cumplimiento de la igualdad 
de trato en el empleo y la ocupación.

—	Principio de no discriminación por razón de la naturaleza del contrato. 
Las partes se comprometen a asegurar el principio de igualdad de trato 
de las personas contratadas a tiempo parcial o bajo alguna forma de con-
tratación temporal, que habrán de disfrutar de los mismos derechos que 
los contratos indefinidamente.

—	Racionalidad en la distribución del tiempo de trabajo para el desarrollo 
del empleo.

—	Adecuación de las horas extraordinarias para la consideración de su susti-
tución por empleo estable, a tal efecto, se limitará el uso de horas extraor-
dinarias.

Un supuesto también de interés, donde la conversión contractual de dura-
ción determinada a indefinido se liga a los casos de jubilación forzosa, lo encon-
tramos en el VI Acuerdo estatal sobre materias concretas y cobertura de vacíos 
del sector cementero (art. 26). Y lo señalo porque, como sabemos, no necesa-
riamente, sobre todo en ciertas actividades, el puesto abandonado por el jubi-
lado forzoso se va a cubrir por un nuevo trabajador, pues con frecuencia lo que 
ocurre es que aquél desaparece y se genera un puesto de diferentes característi-
cas, si acaso. Pues bien, a los efectos de cumplir con los objetivos de mejora de 

40  Art. 30.3.
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la estabilidad en el empleo, o en su caso con el relevo generacional, el Acuerdo 
dispone que, cuando se produzca la referida jubilación, las empresas efectuarán 
«o la trasformación de un contrato temporal en indefinido o la contratación pre-
ferentemente indefinida de una nueva persona trabajadora, o la transformación 
de un contrato a tiempo parcial en contrato a tiempo completo». Como obser-
vará el lector, la conversión de los contratos de duración determinada en contra-
tos indefinidos no es la única opción que, a decir del Acuerdo, pueden barajar 
las empresas, y no lo es precisamente, entre otras cosas, por la circunstancia an-
tes indicada.

Dejo para el final, en relación con este asunto de la conversión contractual, 
el tratamiento peculiar que hace al respecto el Convenio colectivo de Refresco 
Iberia, SAU, para los centros de trabajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Cór-
doba). Y lo identifico como peculiar porque utiliza dos formulaciones que, hasta 
donde se ha podido ver, no tienen reflejo en otros convenios colectivos analiza-
dos. La primera previsión convencional la encontramos en el art. 11, y refiere 
que: «El personal eventual que haya trabajado durante dos años consecutivos 
por un periodo superior a 180 días cada año, en el año siguiente su contratación 
será mediante la modalidad de fijos discontinuos». Ocurre por tanto que la de-
cisión convencional es que estos trabajadores puedan acceder a la condición de 
fijos-discontinuos, y no a lo condición de trabajadores con contrato indefinido 
fijo, que es en lo que, básicamente, está pensando el art. 15.8 párrafo 3.º ET. La 
segunda, en este caso, está relacionada con el contrato de sustitución para los su-
puestos de cobertura de una interinidad, y dispone que: «En el caso de que el 
trabajador o trabajadora sustituido no se reincorpore a la empresa, finalizada la 
causa de sustitución, y exista continuidad en la prestación laboral del trabajador 
o trabajadora sustituto, el contrato de sustitución se transformará en contrato 
indefinido» (art. 12.4).

Por último, y en línea con el planteamiento expuesto al principio de este 
epígrafe, queda por analizar el tratamiento convencional que se está realizando 
de la limitación temporal de los contratos de duración determinada. Recuerdo 
en este caso que el ET contempla el que por convenio colectivo sectorial —esta 
es de las pocas ocasiones en que el legislador es preciso en cuanto al ámbito 
donde pactar depende qué asuntos— se pueda ampliar el contrato de trabajo 
por circunstancias de la producción que no sea para atender situaciones ocasio-
nales, previsibles, hasta un año máximo, al tiempo que, en el caso del contrato 
de sustitución, reconoce al «convenio colectivo» la capacidad para establecer du-
raciones del mismo inferiores a los tres meses fijados por ley.

Sobre esta cuestión, cabe decir que, en el caso del contrato de trabajo por 
circunstancias de la producción para atender incrementos ocasionales e impre-
visibles de la actividad y las oscilaciones, los convenios colectivos de sector acos-
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tumbran, cuando deciden superar el límite inicial temporal de estos contratos41, 
a fijar el límite máximo establecido por la ley de un año42, si bien en algún caso 
—posiblemente por razón de la naturaleza de la actividad propia del sector, 
aunque tampoco es clara la razón— el límite máximo se ha fijado en nueve me-
ses. Por su parte, y por lo que respecta al contrato de duración determinada para la 
sustitución, aunque la ley, como he indicado, ofrece a la negociación colectiva la 
oportunidad de acotar en el tiempo la duración de estos contratos por debajo del 
máximo legal permitido —no superior a tres meses—, la conclusión a la que llego 
es que esta una opción legal no ejecutada por ninguno de los convenios consulta-
dos43 —parece no querer condicionarse en este punto la gestión de las empresas—.

41  En algún caso, y frente al no pronunciamiento de otros convenios colectivos sectoriales, tam-
bién se encuentran convenios que optan por reiterar el plazo de duración máxima del contrato fijado 
por ley en este caso: seis meses (véase el art. 6.6 del Convenio colectivo para la industria fotográfica.

Adicionalmente, y pese a que la ley reserva esta cuestión de la ampliación de la duración del 
contrato de trabajo por circunstancias de la producción al convenio colectivo sectorial, también 
hay que dar cuenta de la existencia de algún que otro convenio colectivo de empresa que aborda la 
cuestión, si bien en forma que, en definitiva, refleja el ánimo que inspira a la ley en este punto. Me 
refiero en concreto al VII Convenio colectivo de Patentes Talgo, SLU, cuyo art. 14 establece que 
estos contratos no podrán tener una duración no superior a los seis meses, «salvo que el Convenio 
Colectivo de ámbito sectorial amplíe la duración máxima del contrato hasta un año»; también en 
sentido parecido se expresa el Convenio colectivo de Refresco Iberia SAU, para los centros de tra-
bajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba), en su art. 12. Igualmente, el Convenio colectivo de 
Airbus Defence and Space, SAU., Airbus Operation, SL, y Airbus Helicopters España, SA (art. 41) 
manifiesta que «teniendo en cuenta la alta especialización que requieren las actividades inherentes 
al negocio aerospacial, lo que conlleva implícito largos periodos de adiestramiento, se acuerda estar 
a la duración máxima del contrato que establezca la normativa que resulte aplicable». 

42  Véase, por ejemplo, el art. 14 del Acuerdo marco del sector de la pizarra; el art. 8 del Acuerdo 
de modificación y la actuación de las tablas salariales del IX Convenio colectivo nacional de ense-
ñanza y formación reglada (BOE núm. 187, de 5 de agosto de 2022, p. 115254 y ss.); el art. 24 
del Acuerdo de modificación del VI Convenio colectivo general del sector de la construcción (BOE 
núm. 18, de 5 de agosto de 2022, p. 115263 y ss.);o el art. 15 del Convenio colectivo de ámbito es-
tatal para el sector de industrias de aguas de bebida envasadas.

Interesante asimismo es el caso del Convenio colectivo estatal para el comercio de distribuido-
res de especialidades y productos farmacéuticos, que en su art. 8 establece que la duración máxima 
de estos contratos será en principio de un año, a expensas de que la Comisión Paritaria prevista en 
el convenio para analizar la problemática de la contratación en el sector considere que es aconseja-
ble fijar una duración temporal inferior.

Curioso, cuanto menos, es a su vez, en este punto el Convenio colectivo estatal del sector de 
industrias cárnicas, en el que la posibilidad de extender la duración de estos contratos hasta el 
máximo legal se limita a la vigencia del presente convenio colectivo —cuestión que no ha de ser 
extraña, pues todo convenio colectivo con la finalización de su vigencia ultima la eficacia de su 
cláusulas—, y para ello se da una explicación que no es al uso: «La firma del texto del convenio 
colectivo se realizó el pasado 20 de diciembre de 2021. Es decir, antes de la aprobación del Real 
Decreto 32/2021, de 28 de diciembre de 2021. En este sentido y dadas las circunstancias previas, 
las partes alcanzan un acuerdo transitorio y de duración limitada consistente en la posibilidad de 
ampliar hasta un año el contrato por circunstancias de la producción» (D.T. 1.ª). 

43  A lo más, el silencio de los convenios en este punto se sustituye por un pronunciamiento ex-
preso en favor de la duración de estos contratos hasta los tres meses referidos (véase en este sentido el 
art. 12 del IX Convenio colectivo del grupo Unide). 
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3.2.  �La gestión de la estabilidad en el empleo, y la contención de la temporalidad 
en la contratación, por la negociación colectiva

Como he señalado en páginas anteriores, uno de los aspectos centrales de 
esta reforma del régimen legal de la contratación de duración determinada tiene 
que ver con las medidas adoptadas por el legislador para convertir a estos con-
tratos en modalidades excepcionales, al tiempo que promover la estabilización 
en el empleo de los trabajadores que, como consecuencia de este tipo de con-
trataciones, se encuentran en situación precaria. En este sentido, y a los efectos 
que aquí interesan, hay que apreciar que el legislador considera que esta labor, 
difícil por otra parte, no es solo suya —no es suficiente con reducir notable-
mente los supuestos en que estará justificado el recurso a la contratación de du-
ración determinada o temporal e incrementar el régimen sancionatorio—, y de 
ahí la propuesta que realiza a las organizaciones sindicales y patronales para que, 
al nivel negociador que estimen oportuno, se impliquen en todo este asunto: fi-
jando «planes de reducción de la temporalidad»; «criterios generales relativos a 
la adecuada relación entre el volumen de la contratación de carácter temporal y 
la plantilla total de la empresa»; «criterios de preferencia entre las personas con 
contratos de duración determinada o temporales, incluidas las personas puestas 
a disposición»; o «criterios objetivos de conversión de los contratos de duración 
determinada o temporales en indefinidos» —cuestiones todas recogidas en el 
art. 15.8 ET como ya referí—.

A los criterios objetivos de conversión de los contratos de duración determi-
nada o temporales en indefinidos ya me he referido el epígrafe anterior, y no voy 
a reiterar lo dicho. Pero, ¿qué está haciendo la negociación colectiva en relación 
con las otras propuestas de acción contenidas en el art. 15.8 ET?

En primer lugar, habría que decir que existen convenios colectivos donde el 
tratamiento de todas estas cuestiones es inexistente, y por tanto, registran poca 
ambición, o escaso interés en implicarse, en la gestión de la siempre compleja 
cuestión de la contención de la contratación de duración determinada y la pro-
moción de la estabilidad en el empleo de los trabajadores44. De la misma ma-

44  Este es el caso del XXII Convenio colectivo nacional de autoescuelas, o del Convenio colec-
tivo para peluquerías, institutos de belleza y gimnasios. En el ámbito empresarial, también es el caso 
del Convenio colectivo de Thales España GRP, SAU.

Sin embargo, en algún caso la cuestión es que la entrada en vigor de la reforma de 2021 les ha 
sorprendido al final del proceso negociador y por ello si bien en el convenio colectivo se establece 
un régimen de contratación laboral, se acuerda igualmente que en el plazo de tres meses la empresa 
trasladará una propuesta de redacción final de dicho artículo —el 29 en este caso— para, por un 
lado delimitar la gestión de la contratación, y, por otro, facilitar los principios de la reforma labo-
ral estableciendo «parámetros para el control de la contratación temporal indicando porcentajes de 
temporalidad con la flexibilidad necesaria de cara a afrontar pedidos de producción puntuales y 
el aumento del empleo estable» (Convenio colectivo de Bridgestone Hispania Manufacturing, SL 
(BOE núm. 131, de 2 de junio de 2022, p. 7504 y ss.). 
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nera que otros convenios se limitan a reproducir las previsiones de la ley sobre 
la adquisición de la condición de fijo de aquellos trabajadores que se encuentren 
vinculados a la empresa por un contrato de duración determinada vulnerando la 
legislación vigente —el art. 15.4 y 5 ET, fundamentalmente—45.

Sin embargo, en algunos casos sí he encontrado planteamientos convencio-
nales que considero de interés —aunque ya anticipo que no necesariamente los 
convenios colectivos están dando cumplida respuesta a la propuesta de acción 
realizada desde el art. 15.8 ET por el legislador—. Este es el caso de la decisión 
de constituir observatorios o comisiones dedicadas al estudio de la realidad labo-
ral de cada sector, a efectos de determinar cuál es la mejor estrategia para alcan-
zar los objetivos planteados por la ley en esta materia46. Estos observatorios y co-

45  Véase el art. 11 del IX Convenio colectivo del grupo Unide, o el art. 14 del Acuerdo marco 
del sector de la pizarra; también el art. 15 del Convenio colectivo de elaboradores de productos coci-
nados para su venta a domicilio (BOE núm. 181, de 29 de julio de 2022, p. 109786 y ss.).

En todo caso, a veces se encuentran formulaciones convencionales de efectividad relativa 
cuanto menos, como ocurre con la forma en que el Convenio colectivo del Grupo Rodilla aborda 
la cuestión del empleo y la contratación de trabajadores, al manifestar en su art. 8 que «al objeto de 
fomentar la competitividad, el empleo estable y la cohesión social, los firmantes del presente conve-
nio colectivo suscriben en su integridad el contenido del Acuerdo para la Mejora y el Crecimiento 
del Empleo»… que es de 2006. Declaración que se completa expresando que: «La contratación de 
trabajadores/as se ajustará a las normas legales generales sobre empleo, comprometiéndose la em-
presa a la utilización de los diversos modos de contratación de acuerdo con la finalidad de cada uno 
de los contratos» ...no se espera otra cosa. 

46  Véase en este sentido, el art.  17 del Convenio colectivo estatal el sector de desinfección, 
desinsectación y desratización, donde se contempla la constitución de un «observatorio del empleo», 
con el objetivo declarado de «avanzar y profundizar en el conocimiento del sector, la situación del 
mismo, la cantidad de empleo que se genera», integrado por las organizaciones firmantes del conve-
nio colectivo, y que elaborará «informes de la evolución del empleo», que se supone que, al menos, 
contribuirán a evaluar correctamente los compromisos adquiridos por las organizaciones firmantes 
del convenio —el observatorio no está previsto, al menos en este caso, que vaya más allá de la realiza-
ción de análisis de situación—.

Igualmente, el Convenio colectivo estatal del sector de industrias cárnicas, donde al tiempo 
que se contempla la constitución de un «Observatorio sectorial estatal de industrias cárnicas» en 
un plazo máximo de tres meses (D.A. 8.ª) —con un planteamiento más incisivo de sus capacida-
des desde el momento en que se estima que su actividad puede contribuir a definir medidas en re-
lación con el mantenimiento y la creación de empleo—, se prevé la constitución de una «Comi-
sión Paritaria de Seguimiento del Empleo y las modalidades de contratación», cuya misión será 
«analizar y estudiar anualmente el comportamiento del empleo y las modalidades de contratación 
utilizadas en la industria cárnica a raíz del cambio normativo producido en esta materia durante la 
vigencia temporal del presente Convenio Colectivo», y que podrá dar lugar a que esta Comisión 
eleve a la comisión negociadora del convenio conclusiones e informes técnicos que puedan servir 
para futuros acuerdos (D.A. 10.ª). En sentido parecido, el Convenio colectivo estatal para el co-
mercio de distribuidores de especialidades y productos farmacéuticos, prevé la constitución de una 
«Comisión paritaria sobre contratación», a efectos de «analizar la situación del sector y abordar la 
adaptación, de los cambios legislativos en materia de contratación a la realidad y necesidades del 
sector, al objeto de coadyuvar al mantenimiento del empleo y a la conversión de los contratos de 
duración determinada a contratos de tiempo indefinido», trabajo cuyas conclusiones podrán ser 
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misiones de estudio se estiman que darán fruto a medio y largo plazo. Pero, ¿y 
mientras tanto?

Pues mientras tanto, la negociación colectiva está adoptando medidas como 
las siguientes:

a)	 Limitación convencional de la cuantía de contratos de duración deter-
minada que pueden realizarse. En este sentido, generalmente lo que se 
hace es establecer un porcentaje último sobre el total de plantilla, osci-
lando el mismo en función del sector47. En otros casos la contención de 
la contratación de duración determinada se perfila por contraposición al 
porcentaje mínimo que se considera admisible en el caso de la contrata-
ción indefinida y fija discontinua48, formulándose en algunos casos de 

trasladadas a la comisión negociadora del convenio colectivo, para tras su aprobación, incorporar-
las al texto del mismo.

El Convenio colectivo de ámbito estatal de jardinería 2021-2024 (BOE núm. 167, de 13 de ju-
lio de 2022, p. 99888 y ss.) cuya D.A. 2.ª contempla la constitución de un «Observatorio sectorial 
de jardinería», entre cuyas funciones se encuentra el «análisis y evaluación de todos los temas que 
afecten al desarrollo del sector, en especial sobre las medidas legislativas que actúen sobre las condi-
ciones laborales de las empresas y los trabajadores» y la «formulación de propuestas que contribu-
yan eficazmente a la mejora del sector».

El I Convenio colectivo de la industria metalgráfica y de fabricación de envases metálicos, 
donde además de atribuir a la «Comisión Paritaria de Seguimiento del Empleo y las Modalidades 
de Contratación» las habituales funciones de estudio del sector, se le encomienda, en forma precisa, 
el estudio de «la adecuación de la duración temporal de la vigencia del porcentaje de fijeza estable-
cido en el texto del convenio, así como de la vigencia de la ampliación a nueve meses de los contra-
tos por circunstancias de la producción» (D.A. 4.ª).

47  Así, el VI Acuerdo estatal sobre materias concretas y cobertura de vacíos del sector cemen-
tero (art. 10 A).3) establece que el número de trabajadores contratados bajo la fórmula del contrato 
de trabajo de duración determinada por circunstancias de la producción para el incremento ocasio-
nal e imprevisible de la actividad, «no podrá ser superior al 7% de la plantilla de la empresa, enten-
diendo por plantilla la media en cómputo anual de trabajadores que hayan prestado actividad labo-
ral durante el año inmediatamente anterior a la fecha de contratación». Limitación que, sin embargo, 
alcanza el 25% de la plantilla en el caso de los Acuerdos de modificación del VII Convenio colectivo 
de empresas de enseñanza privada sostenidas total o parcialmente con fondos públicos (art. 17), si 
bien no se precisa cómo se calcula la plantilla en este caso, pero eso sí, se advierte que «si el porcen-
taje supone decimales, se redondeará por exceso». 

48  Es el caso del I Convenio colectivo de la industria metalgráfica y de fabricación de enva-
ses metálicos, que contempla «un porcentaje mínimo de indefinidos (fijos y fijos discontinuos) del 
80% a partir del 1 de enero de 2023 y hasta la fecha de finalización de la vigencia del convenio, en 
cómputo anual y a jornada completa» (art. 30).

No obstante, existen planteamientos de mayor complejidad, como el contenido en la Cláu-
sula Adicional Décima del Acuerdo de modificación del V Convenio colectivo de la Compañía Lo-
gística Acotral, SA, y Acotral Distribución Canarias SA (BOE núm. 40, de 13 de junio de 2022, 
p. 81007 y ss.), donde, tras establecer que la empresa estará sometida a la obligación del manteni-
miento del volumen de empleo indefinido, dispone que para ello «se tomará como referencia el nú-
mero medio global habido en cada año natural y se comparará con el valor medio para el conjunto 
del año anterior, no pudiendo existir una diferencia de más de 4 puntos porcentuales en entre ellos 
y así sucesivamente. Para el año 2023 y 2024, dicho límite quedará establecido en el 2%.».
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una forma más directa dicha limitación, con independencia de que con-
curran las causas que justifican la celebración de contratos de duración 
determinada: «No se podrán realizar contratos bajo esta modalidad, 
cuando exista personal fijo discontinuo con el mismo grupo profesional 
y especialidad en el puesto de trabajo vacante, sin ser llamados», cláusula 
convencional que, todo sea dicho, casa con el espíritu del ET en materia 
de contratación laboral.

b)	 Establecimiento de bolsas de empleo, normalmente de carácter sectorial. 
En principio la idea es buena, la cuestión es, sin embargo, que las bolsas 
suelen constituirse para favorecer la promoción en el empleo, e inducir 
la estabilidad, de los trabajadores fijos-discontinuos, y no de los trabaja-
dores con contratos de duración determinada49.

c)	 Valoración de la experiencia laboral adquirida, incluso en el marco de la 
contratación laboral temporal. A lo que me refiero en este caso es a que 
en ocasiones los convenios colectivos están realizando apuestas preferen-
tes por contratar a quienes ya cuentan con experiencia laboral, aunque 
haya sido en forma no estable, sujeta a contratos de duración determi-
nada. Expresivo de ello es la disposición del XXIII Convenio colectivo 
de contratas ferroviarias, que en su art.  11 establece que: «Se valorará 
para el ingreso, en igualdad de méritos, quienes hayan desempeñado o 

Curiosa también es la fórmula planteada por el XXIII Convenio colectivo de contratas ferrovia-
rias, donde el interés por cogestionar la contratación laboral lleva a establecer la siguiente fórmula 
jurídica (art. 13):

«Las Empresas, y siempre que se produzca aumento o disminución de la carga de trabajo, ne-
gociarán junto con la representación de los trabajadores/as, unitaria o sindical, las plantillas de los 
centros de trabajo afectados por dichas circunstancias.

Cuando dicha negociación no se efectúe por causa imputable a la empresa, fehacientemente re-
querida para llevar a cabo la misma, sin que esta haya atendido el requerimiento en un plazo pru-
dencial de cinco días, esta vendrá obligada a mantener el mismo número de personas con contrato 
por tiempo indefinido hasta que dicha negociación se realice.

Cuando la causa sea imputable a la representación de los trabajadores/as, sindical o unitaria fe-
hacientemente requerida para llevar a cabo dicha negociación, sin que esta haya atendido el requeri-
miento en un plazo prudencial de cinco días, la empresa quedará liberada de la obligación de la ne-
gociación y autorizada para la modificación de su plantilla sin necesidad del requisito establecido.

La comisión paritaria será la encargada de arbitrar por trámite de urgencia debiendo resolver en 
un plazo máximo de cinco días los conflictos que surjan en esta materia como consecuencia de las 
discrepancias habidas en la negociación.

No obstante, para los aumentos de ejecución inmediata, ambas representaciones, articularan 
los medios necesarios para garantizar el principio de equidad sin menoscabo de la ejecución inme-
diata del servicio encomendado».

49  Véase el Acuerdo marco del sector de la pizarra (art.  15); el Acuerdo de modificación del 
VI Convenio colectivo general del sector de la construcción (art. 25) que prevé, en lo que es un clá-
sico en este sector, la constitución de una bolsa sectorial de empleo, de carácter provincial, a gestio-
nar por la Fundación Laboral de la Construcción, integrada solo por trabajadores fijos-discontinuos. 
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desempeñen funciones en la empresa o empresas del sector con carác-
ter eventual, interino o por cualquier otro contrato por tiempo deter-
minado, contrato a tiempo parcial»50. O la previsión del art.  12.3 del 
Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los centros de trabajo 
de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba), que establece que: «Cuando 
un mismo trabajador o trabajadora sea contratado bajo esta modalidad 
contractual [contrato eventual por circunstancias de la producción»] du-
rante un total mínimo de ciento veinte días en un periodo de doce me-
ses, adquirirá la condición de personal eventual preferente».

d)	 Establecimiento de elementos penalizadores de la contratación de du-
ración determinada. Dos ejemplos en este sentido: a) en primer lugar, 
el Acuerdo de modificación del VI Convenio colectivo general del sec-
tor de la construcción (art. 24.1) contempla que, una vez finalizado el 
contrato de duración determinada por circunstancias de la producción 
por expiración del tiempo convenido, conforme a lo establecido en el 
art. 15.1 ET, el trabajador tendrá derecho a «percibir una indemniza-
ción de carácter no salarial por cese del 7 por 100 calculada sobre los 
conceptos salariales de las tablas del convenio aplicable devengados 
durante la vigencia del contrato, y siempre y en todo caso, respetando 
la cuantía establecida en el citado artículo 49.1.c) del ET»; b) en se-
gundo lugar, y entiendo que planteando una fórmula que resulta un 
tanto discutible, pues el efecto que genera es solo una mejora retribu-
tiva de los trabajadores que vienen prestando servicios en la compañía, 
el Acuerdo de modificación del V Convenio colectivo de la Compa-
ñía Acotral SA, y Acotral Distribución Canarias, SA (Cláusula adicio-
nal primera), establece que, en el caso de que la empresa no respete los 
límites del volumen de empleo indefinido establecidos en el propio 
convenio colectivo, «la Empresa abonara a los trabajadores en activo 
y con carácter retroactivo un 1% adicional sobre las retribuciones sa-
lariales abonadas por cada uno de los años de incumplimiento, el cual 
quedara consolidado en las tablas, al igual que en el resto de las canti-
dades económicas que se le aplicaría dicha revisión pero que no gene-
rarían atrasos».

e)	 La identificación del trabajador fijo-discontinuo como trabajador fa-
vorito —circunstancia inducida por cierto desde el propio ET—. Ello 
es así cuando se observa la existencia de disposiciones convencionales 
como: a) la del Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los 
centros de trabajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba) (art. 12.3) 

50  En sentido parecido, el art. 7.2 del Convenio colectivo para el sector de conservas, semicon-
servas y salazones de pescado y mariscos para los años 2021-2024, establece que, en la contratación 
temporal, la empresa «deberá dar preferencia en lo posible en las reiteraciones de tales tipos de con-
tratación a aquellos productores que ya hayan prestado servicios en la misma».
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que dispone que, »no se podrán realizar contratos bajo esta modalidad 
[contrato eventual por circunstancias de la producción»], cuando exista 
personal fijo discontinuo con el mismo grupo profesional y especialidad 
en el puesto vacante sin ser llamados»; b) la del Convenio colectivo para 
el sector de conservas, semiconservas y salazones de pescado y marisco 
para los años 2021-2024, en el que, atendiendo a los parámetros de ac-
tividad productiva irregular», y las «características de la actividad que 
viene marcada por una acusada aleatoriedad en el suministro de prime-
ras materias», se concluye que «las partes consideran que la elasticidad 
que proporciona el personal fijo discontinuo se adapta perfectamente a 
las necesidades de la industria» (art. 7.3).

f)	 El contrato de trabajo indefinido como meta. Un ejemplo de este plan-
teamiento, de nuevo inspirado por la ley, pero que está empezando a 
calar cada vez más en la negociación colectiva: el art. 11, de nuevo del 
Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los centros de trabajo 
de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba), en el que se recoge el compro-
miso de las partes del convenio de analizar «cada año la evolución de las 
modalidades de contratación en la empresa, al objeto de determinar las 
acciones e iniciativas que promuevan unas políticas de recursos huma-
nos tendentes a la adecuación de la contratación y transformación de la 
plantilla en contratos de carácter indefinido».

Por último, ¿qué decir de la gestión integrada del empleo a partir de la con-
sideración de lo que establecen los arts. 11, 15 y 16 ET en relación con la con-
solidación del empleo indefinido? ¿Se está haciendo algo? Lo primero que hay 
que señalar es que ese planteamiento integrado que sugerí en páginas anteriores 
es solo una idea. De tal manera que los convenios colectivos consultados no pa-
recen estar en esa línea, aunque sea una idea —una buena idea— no descartable 
a medio plazo.

En todo caso, de los convenios analizados me permito resaltar el VI Plan de 
empleo de Airbus Defence & Space, SA, Aribus Operations, SL, y Airbus He-
licopters, SA., y que se incorpora como una suerte de anexo al convenio colec-
tivo de este grupo empresarial. En dicho Plan se establece una pauta de compor-
tamiento en materia de contratación laboral que resulta muy interesante. Así, el 
Plan contempla que:

a)	 En primer lugar, se promocionarán los contratos formativos y, en espe-
cial, el contrato formativo para la adquisición de la práctica profesional, 
con el fin de fomentar el empleo joven.

b)	 En segundo lugar, seguida o alternativamente a la utilización de un con-
trato formativo, cuando medie necesidad estructural, se usará, como re-
gla general, el contrato indefinido.
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c)	 Finalmente, solo en el caso de que concurran «necesidades de carácter 
temporal», se podrán suscribir contratos por circunstancias de la pro-
ducción, en los términos fijados por la ley.

Esta pauta de comportamiento en materia de contratación se acompaña, a 
su vez, de un conjunto disposiciones convencionales adicionales que resultan de 
interés, como es el caso de:

a)	 En el Plan se prevé tanto la constitución de una Comisión central de 
empleo, y de las correspondientes comisiones de centro de trabajo, con 
la misión específica de conocer previamente las necesidades de nuevos 
ingresos a las compañías, así como de las renovaciones de contratos, rea-
lizan, a su vez, un seguimiento de la contratación laboral temporal.

b)	 La selección de los trabajadores candidatos a ingresar se realizará con la 
participación de los sindicatos «en vigilancia de los acuerdos suscritos».

c)	 Se valorará la utilización de figuras como el contrato de trabajo indefi-
nido a tiempo parcial, en una correlación de un 40% de jornada ordina-
ria y un 60% de horas complementarias.

d)	 Se crearán bolsas de personas candidatas al ingreso —como solución 
ante las exigencias de cualificación que demanda la cobertura de los 
puestos de trabajo en este grupo empresarial—, integradas por personas 
que acrediten capacitación para la ocupación de posibles vacantes, de tal 
forma que se acuerda que, aquellos trabajadores que ya hayan prestado 
servicios en este grupo empresarial, pasen automáticamente a integrar 
dicha bolsa, al tiempo que se buscará favorecer su incorporación.

e)	 Respecto de los contratos temporales de obra y servicios determinados 
suscritos con anterioridad al 31 de diciembre de 2021, que a la firma 
del convenio estén en vigor, se establece el compromiso de analizar y, 
en su caso, realizar una conversión ordenada a indefinido a partir de los 
criterios de conversión establecidos por el propio plan, y que maneja 
elementos como: i) la evaluación positiva del manager; ii) existencia de 
una «posición de carácter estructural que pueda ser cubierta por el em-
pleado». Esta conversión se contempla que se produzca de forma pro-
gresiva y paulatina, en base a la fecha de inicio de la relación laboral, y a 
través de tandas periódicas de incorporación durante el periodo marzo a 
octubre de 2022, para lo que se fija un calendario orientativo.

4.  Conclusión

El orden público laboral siempre ha sido un concepto de difícil aprehensión. 
De hecho, algunos de los juristas que se han acercado a su conocimiento han ve-
nido manifestando desde tiempo atrás que precisamente por su carácter vago, 
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impreciso y dinámico, el procedimiento para su identificación no podía ser sino 
indirecto, de forma que, partiendo de la «idea del interés general (como interés 
esencial de la sociedad, como valor superior y común, como principio clave de 
la organización social en relación con el específico ámbito laboral), dicho inte-
rés pueda concretarse en específicos valores o principios, la suma de los cuales 
da entidad y contenido a ese orden público laboral. Una relación de valores o de 
principios (a veces traducidos en normas y reglas) respecto de los que, de forma 
individualizada, hay que establecer y demostrar esa conexión con el interés gene-
ral» (González Ortega, 2011:240).

En este sentido, se ha considerado que sería el contrato de trabajo unos de 
los elementos integrativos del referido concepto de orden público laboral. Para 
justificar dicha apreciación se ha expuesto que, «en la medida, pues, en que 
el contrato de trabajo es un tipo contractual que se basa en y expresa la desi-
gualdad, el principio de protección del contratante débil se constituye en una 
parte esencial de la totalidad del ordenamiento laboral y, por ello mismo, del or-
den público laboral; que se manifiesta, además, no solo de forma activa sino, so-
bre todo, de manera prohibitiva, limitando un principio básico (valor también 
en cuanto contenido del orden público laboral) como es la autonomía indivi-
dual frente a su titular en situación de inferioridad mediante reglas impeditivas 
de la disposición incondicionada de derechos».

De alguna manera, la reforma laboral de 2021, por lo que respecta al trata-
miento jurídico de la contratación laboral de duración determinada, es expre-
sión de esta concepción del contrato de trabajo como elemento integrante del 
orden público laboral. De hecho, en la Exposición de Motivos del Real Decre-
to-ley 32/2021 en algún momento se plantea que dicha norma pretende «dar 
lugar a un marco normativo novedoso, descargado de lo que la práctica ha de-
mostrado que no funciona, sobre el que sustentar un modelo de relaciones labo-
rales más justo y eficaz», señalando como uno de los motores de dicha reforma 
«la recuperación de los derechos laborales y su garantía». En este contexto, y a 
efectos de «promover la estabilidad en el empleo y la limitación de un uso abu-
sivo, injustificado y desproporcionado de la contratación temporal», el legisla-
dor ha entendido —junto con los agentes sociales— que resultaba oportuna una 
intervención más incisiva de carácter legal que replanteara el espacio en el que 
puede desenvolverse la negociación colectiva51, afirmando el protagonismo de la 
ley a la hora de fijar su régimen jurídico, en lugar de continuar dejando al albur 

51  Aunque tampoco debemos olvidar que la inexistencia de invocaciones específicas a la negocia-
ción colectiva no implica que la misma no pueda abordar todos aquellos aspectos del régimen legal 
de la contratación de duración determinada que la autonomía colectiva estime oportuna, pues como 
en algún caso se ha señalado, en materia de empleo, «los límites de la negociación colectiva son la 
imperatividad de la ley, el respeto al orden público laboral y las propias prohibiciones al respecto», de 
tal manera que cuando se remite a la negociación colectiva «no autoriza la negociación de las mate-
rias remitidas, sino que la incentiva» (Tarabini-Castellani Aznar, 2014: 331).
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de esta la gestión ordinaria de la contratación temporal, vista la alta tasa de tem-
poralidad y la elevada rotación laboral de nuestro mercado de trabajo, así como 
la necesidad de que este mercado ajuste más su comportamiento a las exigencias 
derivadas de la Directiva 1999/70/CE sobre el trabajo de duración determinada.

Se dibuja, por tanto, un nuevo escenario al que la negociación colectiva de-
berá ajustar su dinámica de pactos y acuerdos, si bien, como en algún caso se ha 
señalado ya, se echa en falta una mayor implicación de esta negociación con la 
estabilización de la situación de los trabajadores en el mercado de trabajo, pues 
normalmente las invocaciones a la misma en la ley suelen tener un carácter op-
cional (Almendros González, 2022:375), no obligando a los negociadores a 
comprometerse con el establecimiento de criterios y medidas que promuevan 
la conversión de los contratos de duración determinada en indefinidos. En este 
sentido, parece que se sigue asumiendo que la estabilización del personal es una 
cuestión que compete básicamente al legislador, y ello no debería ser así. Aun-
que, por otra parte, tampoco podemos olvidar las limitaciones que registra el es-
tablecimiento de compromisos de empleo en sede de la negociación colectiva, 
circunstancia cuyo origen se ha radicado con acierto, aunque no sea el único 
motivo, en «las dudas que planean sobre su eficacia jurídica, sobre su carácter 
obligacional o normativo, y a los problemas derivados de inexigibilidad judicial 
de su cumplimiento»(Cardona Rubert, 2005:203)52.

En todo caso, y desde la perspectiva del régimen de la negociación colec-
tiva en materia de contratación de duración determinada, nuevamente hay que 
lamentar un tratamiento poco riguroso de las invocaciones a la misma53, pues 
si unas veces las remisiones se realizan a la «negociación colectiva», en otros ca-
sos lo son a los «convenios colectivos», o al «convenio colectivo sectorial». De la 
misma manera, también hubiera sido interesante un tratamiento integrado del 
acceso de los trabajadores temporales, o que no tienen una vinculación indefi-
nida, a dicha condición, de forma que en un único precepto se hubiera abor-
dado la cuestión de la capacidad de los convenios colectivos para establecer cri-
terios y medidas que favorezcan la estabilidad en el empleo.

52  En todo caso, y para una mayor profundización en esta problemática, remito a las considera-
ciones realizadas por Costa Reyes (2020:205-220) en relación con los límites jurídicos que, con ca-
rácter general, registran hoy día los compromisos de empleo en la negociación colectiva. 

53  No obstante, también hay que dar cuenta de la actuación, en aras de la seguridad jurídica, 
que ha supuesto la reforma del art. 84.2 d) ET por el posterior Real Decreto-ley 1/2022, de 18 de 
enero, donde a efectos de evitar futuros conflictos interpretativos, que pudieran cuestionar el prota-
gonismo de los convenios colectivos sectoriales en materia de contratación, se ha eliminado la refe-
rencia a que los convenios colectivos de empresa tendrán prioridad aplicativa en relación a la adapta-
ción de los aspectos de las modalidades de contratación que se atribuyen por esta ley «a los convenios 
colectivos», sustituyéndola por una referencia explícita, que ya existía antes de la reforma de 2021, a 
los «convenios de empresa». 
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Con todo, no debemos ver la botella medio vacía, sino medio llena, pues 
como el análisis de la negociación colectiva más reciente nos ha permitido es-
tablecer en páginas anteriores, la autonomía colectiva está generando —o más 
bien continúa generando— prácticas que deberían ser tomadas en consideración 
a los efectos de lo que es la promoción del trabajo indefinido y una gestión más 
racional, desde esta perspectiva, de los contratos de duración determinada. Par-
ticularmente interesante es la dinámica que puede derivarse de la actividad des-
plegada por los observatorios de empleo y las comisiones paritarias constituidas 
para profundizar en el conocimiento de las dinámicas de empleo y contratación 
en los distintos sectores de actividad. Los análisis y estudios que generen debe-
rían inducir una toma de decisiones en el ámbito de la autonomía colectiva más 
incisiva y racional en relación con la gestión ordinaria de la contratación labo-
ral de duración determinada, toda vez que, con más fuerza que nunca posible-
mente, se ha afirmado por el legislador el principio de que, en el mercado de 
trabajo español, la relación de trabajo de carácter indefinida ha de ser la regla 
general, en tanto el contrato de trabajo de duración determinada ha de ser la ex-
cepción. Desde esta perspectiva, considero que también sería deseable una res-
puesta unitaria e integrada por parte de la negociación colectiva a la forma en 
que los titulares de contratos de duración determinada, contratos formativos, y 
los que trabajan en la modalidad fijo-discontinua, van a poder acceder a la con-
dición de trabajadores con contrato indefinido.

En relación con esta última cuestión, coincido con quienes en fechas recien-
tes han puesto el acento en que se dé un desarrollo efectivo de la negociación co-
lectiva sectorial, a la hora de establecer planes efectivos de reducción de la tem-
poralidad (Lahera Forteza, 2022:95-96), para lo que sería de inestimable ayuda 
el que los agentes sociales volvieran a concertar un nuevo Acuerdo Interconfede-
ral para el Empleo y la Negociación Colectiva, que estableciera una conjunto de 
criterios sobre la forma en que la negociación colectiva54, en sus distintos nive-
les, puede afrontar la gestión de la estabilidad en el empleo. Especialmente inte-
resante es, desde esta perspectiva, la articulación que pueda formularse entre la 
negociación colectiva sectorial y la de empresa, de forma que se establezcan cri-
terios de racionalidad en una cuestión que cabalga entre la indefinición de legis-
lador a la hora de identificar la unidad negocial donde preferentemente se debe 
atender a la regulación de determinados aspectos de la contratación de duración 
determinada, y la previsión del art. 84.2 d) ET, que reconoce la preferencia apli-
cativa de los convenios de empresa frente a los de ámbito superior, en relación 

54  Cruz Villalón (2022: 64-65), entre otros, se ha pronunciado precisamente sobre la oportuni-
dad de la firma de un acuerdo de estas características. Como es sabido, el último Acuerdo Interconfe
deral (IV Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva) data de julio de 2018, y, salvo por una 
referencia al interés de los firmantes del mismo por recuperar el contrato de relevo en términos re-
conocibles para los intereses de los interlocutores sociales, será recordado por su escasa atención a las 
cuestiones relacionadas con la gestión del empleo y la lucha contra la temporalidad. 
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con la «adaptación de los aspectos de las modalidades de contratación que se 
atribuyen por esta ley a los convenios de empresa»55.
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